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1. INTRODUCCIÓN 

De conformidad con la Ley General Tributaria (LGT)1 son obligaciones 
tributarias formales las que, sin tener carácter pecuniario, son impuestas por la 
normativa tributaria o aduanera a los obligados tributarios, deudores o no del 
tributo (art. 29). Son ejemplos la obligación de presentar declaración censal, de 
solicitar y utilizar el número de identificación fiscal y la de presentar 
declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones. Más difícil es la 
delimitación de lo que son las actuaciones y procedimientos de gestión 

 
1Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria 
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tributaria, enumerados con carácter general en el artículo 118 de la LGT, entre 
los que destacaremos todos aquellos relacionadas con las obligaciones 
formales, así como con tareas de información y asistencia, número de 
identificación fiscal y censos. En realidad, pueden considerarse incluidas todas 
las actividades de aplicación de los tributos no integradas en las funciones de 
inspección y recaudación. 

Corresponde al presente capítulo referir todas aquellas especialidades que 
puedan darse en las citadas obligaciones y procedimientos surgidos de las 
relaciones jurídico-tributarias derivadas de la normativa reguladora de la 
imposición de sujetos o entidades no residentes. En principio la exposición 
estará orientada principalmente hacia la figura del Impuesto sobre la Renta de 
No Residentes (IRNR), sin perjuicio de hacer somera referencia en 
determinados casos a obligaciones formales que afectan a otras figuras 
tributarias.  

Los obligados tributarios establecidos por la LIRNR, contribuyentes del 
impuesto,2 representantes, responsables, pagadores a cuenta y sucesores3 
deberán cumplir con ciertas obligaciones formales, algunas de las cuales son 
diferentes o tienen distinto alcance para cada uno de los mismos. Destacan las 
siguientes: 

1. Solicitud y utilización de Número de Identificación Fiscal (DA 6 
LGT) 

2. Realización de declaración censal (DA 5 LGT) 

3. Nombramiento de representante (art. 47 LGT, 10 LIRNR) 

4. Presentación de declaraciones o autoliquidaciones, pudiendo 
realizarse utilizando el borrador en aquellos casos en los que esté 
disponible (arts. 21, 28, 28bis, 38, 45, DA5ª LIRNR) 

5. Obligaciones registrales y contables (art. 22, 29 LIRNR) 

6. Obligación de realizar pagos a cuenta (retenciones, ingresos a 
cuenta y pagos fraccionados) (art. 23, 30, 31, 38 LIRNR) 

7. Todas aquellas que procedan como consecuencia de los 
procedimientos de aplicación de los tributos que se realicen sobre no 
residentes. 

Es característica tradicional de los tributos que la mayor parte de las 
obligaciones principales y formales recaigan sobre los contribuyentes. En el 
caso de la tributación de no residentes el nexo de unión con la sociedad en 
general y con la Hacienda Pública en particular es débil, lo que puede facilitar 
la elusión fiscal al dificultar a la Administración Tributaria la identificación del 
obligado, la notificación correcta de los actos administrativos, la posibilidad de 
hacerle partícipe en las actuaciones de aplicación de los tributos o finalmente, 
el cobro de las deudas tributarias por carencia de presencia patrimonial 
ejecutable en España. Es por ello por lo que, en esta materia, se ha ido 
produciendo una evolución de la mayor carga de cumplimiento de obligaciones 

 
2 Personas físicas y Entidades no residentes, así como Entidades en Régimen de atribución de rentas 

con presencia económica en España 
3 Así como otras personas y entidades a las que en otra normativa fiscal les impone obligaciones 

formales en relación con este tributo 
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formales desde el contribuyente al representante y del representante al 
retenedor, pasando por el responsable solidario, sin perjuicio de que se 
mantenga carga obligacional en todos ellos. 
 

2. IDENTIFICACIÓN Y LOCALIZACIÓN DEL OBLIGADO TRIBUTARIO 
NO RESIDENTE 

La tributación sobre la renta de no residentes tiene como concepto central la 
residencia del contribuyente. En principio, la residencia es un elemento de 
hecho que no declaran los obligados tributarios de forma autónoma, sino de 
forma espontánea u obligada como consecuencia de las obligaciones 
generales de identificación mediante solicitud de NIF, declaraciones censales o 
ante los retenedores en el caso que proceda. 

2.1 EL NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN FISCAL (NIF) 

La identificación de los obligados tributarios se facilita a través de la asignación 
a cada uno de ellos de un número único cuya solicitud y uso en todas las 
transacciones de naturaleza o con efectos fiscales es obligatoria4. La DA 6 
LGT5 indica que todas las personas físicas o jurídicas, incluidas entidades sin 
personalidad jurídica que sean sujeto pasivo de tributos, deben tener un 
número de identificación fiscal para sus relaciones de naturaleza o 
trascendencia tributaria, sin referencia a residencia.  

2.1.1 Personas físicas 

Las personas físicas no residentes, de conformidad con el artículo 20 del RGAT 
deberán identificarse con el número de identidad de extranjero (NIE) que se les 
asigne o se les facilite de acuerdo con la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 
sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración 
social, y su normativa de desarrollo. El artículo 206 del Reglamento de 
extranjería6 indica que se concede de oficio cuando se inicia un procedimiento 
para la obtención de un documento que habilite para la permanencia en el 
territorio español que no sea un visado o cuando se incoa un expediente 
administrativo. Asimismo, podrá solicitarse por interesado, por razón de sus 
intereses económicos, profesionales o sociales, a la Dirección General de la 
Policía y de la Guardia Civil, directamente o a través de las Oficinas de 
Extranjería o Comisarías de policía. En el caso de que el extranjero no se 
encuentre en territorio español en el momento de la solicitud, solicitará la 
asignación de NIE a la Comisaría General de Extranjería y Fronteras, a través 
de las Oficinas Consulares en el exterior.  

Como puede que existan situaciones en las que no se disponga, 
temporalmente o por ausencia de obligación, de NIE por parte de persona 

 
4 Incluso para la simple representación legal de entidad no residente (V1919-11) o para que un 

arrendador pueda obtener reducciones de rendimientos asociados a la residencia habitual de 
arrendatario no residente, que debe presentar NIE o NIF (V1069-12) 

5 Está desarrollada en los artículos 18-28 del Reglamento General de Aplicación de los Tributos. 

Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y 

los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los 

procedimientos de aplicación de los tributos (RGAT).   
6 Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 

4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, tras su reforma 

por Ley Orgánica 2/2009. 
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física extranjera, la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT) puede 
dar un NIF de oficio o a solicitud del no residente, que deberá utilizar si va a 
realizar operaciones de naturaleza o con trascendencia tributaria (art. 20 
RGAT). 

Puede darse el caso de que existan personas de nacionalidad española no 
residentes que disponen de Documento Nacional de Identidad (DNI), en este 
caso deberían usar el mismo en sus relaciones económicas. También puede 
darse una situación especial en el caso de personas de nacionalidad española 
que no han solicitado DNI, ni están obligados a hacerlo, al no ser residentes 
con posterioridad a haber cumplido catorce años de edad. En este caso, 
podrán usar NIF expedido por la Administración Tributaria, sin perjuicio de que 
si se van a trasladar a España por un mínimo de seis meses deben solicitar la 
expedición de un DNI.7 

En el caso de ciudadanos comunitarios, no necesitan NIE si residen o 
permanecen en territorio español por plazo inferior a tres meses, pero deben 
solicitar NIF si van a realizar operaciones con trascendencia tributaria. En el 
caso de que superen ese plazo de permanencia deben solicitar NIE que 
anulará el NIF M que le hubiere otorgado en su caso la AEAT8. 

En resumen, la persona física no residente debe disponer de número de 
identificación en el caso de relaciones de naturaleza o con trascendencia 
tributaria, que puede ser el NIF o el NIE, pudiendo solicitar ambos por sí o a 
través de representante en España o en las Representaciones Diplomáticas u 
Oficinas Consulares españolas ubicadas en el país de residencia del 
solicitante, correspondientes a su demarcación de residencia. 

La codificación en los casos citados será, salvo en el DNI, una letra inicial, 
destinada a indicar la naturaleza de este número, un número de caracteres 
alfanuméricos y un carácter de verificación alfabético: 

 

NACIONALIDAD SUPUESTO TIPO NIF Caracteres COMPETENTE 

Española No Residentes  NIF L  7 AEAT  

Extranjera  

General (hasta 
15/07/2008) 

NIE X 8 Interior  

General (desde 
16/07/2008)9 

NIE X, Y, Z 7 Interior  

Sin NIE  NIF M  7 AEAT  

2.1.2 Personas jurídicas 

En este caso no existe una participación del Ministerio del Interior y es la 
Administración Tributaria la que originariamente concede los números de 
identificación fiscal a personas jurídicas o entidades sin personalidad jurídica, 

 
7 De conformidad con el artículo 2.1 del Real Decreto 1553/2005, de 23 de diciembre, por el que se 

regula la expedición del documento nacional de identidad y sus certificados de firma electrónica. 
8 Artículo 7.5 Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia 

en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el 

Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo. 
9 Orden de 7 de febrero de 1997 por la que se regula la tarjeta de extranjero. Redacción dada por la 

Orden INT/2058/2008, de 14 de julio.  
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que no podrá ser modificado salvo cambio de nacionalidad o de forma jurídica 
(art. 22 RGAT). En el caso de las personas jurídicas, la solicitud de NIF está 
relacionada con la declaración censal, independientemente de que vayan o no 
a realizar actividades empresariales o profesionales, a la que nos referiremos 
con posterioridad (23.3 RGAT). La estructura del NIF en este caso es una letra 
con el tipo de entidad (N: Entidades extranjeras) seguida de 7 dígitos y una 
letra de control. En este caso es relevante diferenciar entre una entidad 
extranjera, como consecuencia de su constitución, a efectos censales y su 
posible residencia fiscal por domicilio o sede de dirección efectiva. En éste 
sentido, la consulta V0014-23 opta por el concepto formal de la constitución de 
entidad. 

2.1.3 Establecimientos Permanentes 

En el caso de que, de conformidad con el artículo 13.1.a LIRNR o el artículo 
correspondiente de Convenio de Doble Imposición (CDI), la actividad de la 
persona física o entidad no residente tenga la presencia y permanencia 
requerida para constituir un Establecimiento Permanente (EP), es necesario 
presentar declaración censal y solicitud de NIF. De conformidad con la 
configuración legal de la figura (art. 17.1 LIRNR), cada actividad claramente 
diferenciada y cuya gestión se lleve de modo separado constituye un EP, por lo 
que debe disponer de un NIF diferente (art. 22.2 LIRNR). Por lo tanto, una 
misma persona o entidad no residente puede identificarse a través de varios 
NIF. La estructura es idéntica a la de Personas Jurídicas, pero con la letra de 
tipo de entidad W. 

2.1.4 Obtención del NIF en el extranjero por no residentes 

Las personas o entidades no residentes que pretendan obtener el NIF (no 
disponiendo de NIE) y no se desplacen a España pueden obtenerlo en las 
Oficinas Consulares de Carrera10 presentando las personas físicas pasaporte 
en vigor o alternativamente, en su caso, Documento de Identidad, documento 
que acredite su residencia y en caso de que la solicitud sea presentada por 
medio de representante, documentación acreditativa de la representación. En 
el caso de entidades, sus representantes deben facilitar NIF, NIE o solicitud de 
NIF y presentar seguidamente una declaración censal 036. 

2.1.5 Operaciones sin NIF válidas realizadas por no residentes 

Existen excepciones a la regla general de necesaria tenencia y utilización del 
NIF que se refieren a las operaciones con entidades de crédito y están 
directamente relacionadas con sujetos no residentes y contenidas en el artículo 
28 RGAT. Son las siguientes: 

− Operaciones de cambio de moneda y compra de cheques de viaje 
por importe inferior a 3.000 euros, por quien acredite su condición de no 
residente en el momento de la realización de la operación (28.2 RGAT) 

− Operaciones con cuentas en euros y en divisas, sean cuentas de 
activo, de pasivo o de valores, a nombre de personas físicas o entidades 

10 Resolución de 29 de octubre de 2013, de la Dirección General de españoles en el Exterior y de 

Asuntos Consulares y Migratorios, por la que se publica el Acuerdo de encomienda de gestión de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria y al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 

para la solicitud y asignación telemática del número de identificación fiscal a los tipos "L", "M" y "N" en 

las Oficinas Consulares de España en el extranjero, y de colaboración entre ambos organismos. 
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que hayan acreditado la condición de no residentes en España. Esta 
excepción no se aplicará a las cuentas cuyos rendimientos se satisfagan 
a un establecimiento de su titular situado en España (28.7 RGAT) 

− Operaciones con cheques cuando los tomadores o tenedores de 
los cheques, en los supuestos previstos en el apartado 3 DA6 LGT, sean 
personas físicas o entidades que declaren ser no residentes en España, 
el número de identificación fiscal podrá sustituirse por el número de 
pasaporte o número de identidad válido en su país de origen (28.7 
RGAT) 

En estos casos, la declaración de residencia se configura como declaración 
responsable del sujeto no residente de acuerdo con el modelo contenido la 
Orden HAP/2487/2014, de 29 de diciembre al que nos referiremos con 
posterioridad al hablar de los documentos acreditativos de la residencia. 

2.1.6 Otros números de identificación fiscal de no residentes 

2.1.6.1 Número VIES11 (NIF IVA)  

Los empresarios comunitarios no residentes en el territorio de aplicación del 
impuesto en España que, a efectos de la normativa del impuesto se relacionen 
en el mismo12 deberán disponer de uno obtenido de conformidad con la 
normativa europea precedido del código ISO de su país. 

 2.1.6.2 Número de registro e identificación de operadores económicos (EORI)  

De conformidad con la normativa aduanera europea,13 es obligatorio para los 
operadores económicos y otras personas que realicen las operaciones 
disponer de un número para importar, exportar o realizar otras operaciones 
aduaneras. En el caso de España, los concedidos son iguales al NIF-VIES 
descrito, pero son números de naturaleza diferente14. 

2.1.6.3 Número de identificación IVA no establecidos (IVAN)  

Se trata del número asignado a empresarios o profesionales establecidos fuera 
del territorio de aplicación del Impuesto que presentan solicitud de devolución 
del impuesto soportado en un Estado miembro diferente de aquél en el que 
están establecidos por vía electrónica. Se configura como un número asignado 
exclusivamente para la tramitación de la devolución15. 

2.2 DECLARACIÓN CENSAL 

La DA 5ª LGT y los artículos 2-18 RGAT establecen la existencia de los 
denominados “censos tributarios” en los que se inscribirán los obligados 
tributarios dependiendo de sus características o de las operaciones que 
realicen. En el censo de obligados tributarios figuran todas las personas y 
entidades identificadas a efectos fiscales y en el Censo de Empresarios, 
Profesionales y Retenedores, figurarán las personas o entidades que 

11 VAT Information Exchange system 
12 Artículos 213-216 DIRECTIVA 2006/112/CE DEL CONSEJO de 28 de noviembre de 2006 

relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido 
13  

14 Resolución de 28 de enero de 2010, del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria, en la que se recoge el procedimiento para la asignación del 

número de Registro e Identificación de Operadores Económicos (EORI). 
15 Arts. 119-119bis Ley 37/1992. Modelos 360-361. 
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desarrollen o vayan a desarrollar en territorio español actividades 
empresariales o profesionales o satisfagan rendimientos sujetos a retención, 
que deberán inscribirse antes del comienzo de su actividad.  

Cuando una persona o entidad no residente decide emprender actividades 
económicas en España puede hacerlo directamente, supuesto en el que la 
tributación, mediando convenio, sería en residencia, mediante un EP cuando su 
actividad tenga entidad y permanencia suficiente que lo constituya, mediante la 
creación de una sucursal o mediante la creación de una filial residente. En el 
caso de la sucursal, debe ser inscrita en el Registro Mercantil16 según el 
artículo 81.k) del Reglamento regulador del mismo con los requisitos 
establecidos en los artículos 295 a 308.  

En el supuesto de que personas o entidades no residentes vayan a realizar 
actividades económicas deberán solicitar su alta en el censo de empresarios, 
profesionales o retenedores mediante la presentación de un modelo 036. 
Asimismo, el Establecimiento Permanente de personas o entidades no 
residentes debe efectuar su propia declaración con indicación de la Entidad no 
residente de la que dependa. De la misma manera deberán operar cada uno de 
los EP diferentes de una misma persona o entidad no residente constituidos 
como consecuencia de las actividades separadas de la misma (DA5.g LGT, 8 
RGAT). El citado artículo 8 RGAT establece la información que debe facilitarse 
en la declaración censal, sin perjuicio de las especialidades existentes en la 
normativa de Impuesto del Valor Añadido y de Impuestos Especiales. 

En el caso de entidades no residentes que operen sin EP, deberán darse de 
alta si residen en país sin convenio de doble imposición o si satisfacen en 
territorio español rentas sujetas a retención e ingreso a cuenta. Asimismo, 
deberán inscribirse las Entidades en régimen de atribución de rentas 
constituidas en el extranjero que tengan la presencia económica definida en el 
artículo 38 LIRNR. 

En relación con los operadores de plataforma extranjeros17, deberán inscribirse 
en los registros propios de los mismos, para el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el artículo 54ter RGAT.   

Como consecuencia de las obligaciones establecidas en la Ley del Impuesto 
del Valor Añadido18 (LIVA), deberán inscribirse también los Establecimientos 
Permanentes de entidades no residentes según las condiciones establecidas 
en LIVA (Art. 69.3), así como sujetos pasivos no establecidos en el territorio de 
aplicación del impuesto que no tienen EP en él y realizan exclusivamente 
operaciones exentas contempladas en los artículos 23, 24 y 26. Tres LIVA.  

También deberán inscribirse empresarios y profesionales que deseen acogerse 
o ya estuviesen acogidos a cualquiera de los regímenes especiales previstos 
en el capítulo XI del título IX LIVA y que designen a España como Estado 
miembro de identificación. En particular, el régimen exterior a la Unión, el 

 
16 Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Registro 

Mercantil. 
17 Artículo 9 bis RGAT 
18 Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
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régimen de la Unión y el régimen de importación, cuando el empresario o 
profesional no haya designado a un intermediario. (arts. 163 septvicies LIVA)19. 

2.3 DOMICILIO 

El domicilio es definido en la LGT como el lugar de localización del obligado 
tributario en sus relaciones con la Administración tributaria (art. 48 LGT); por lo 
tanto, no tiene relación con la condición de sujeto pasivo del IRNR, derivada de 
la residencia. Se trata de un elemento de vínculo con el territorio español de 
utilidad para la aplicación del tributo y para la localización de una sede física en 
España del contribuyente no residente. La LGT y la LIRNR establecen normas 
especiales al respecto, habida cuenta de la lógica dificultad de vincular en la 
mayoría de los casos a personas y entidades no residentes con un domicilio 
físico en territorio español.  

El artículo 11 LIRNR, siguiendo la línea trazada en el 48.2d) LGT, renuncia por 
razones lógicas a establecer obligación sobre el particular para los sujetos no 
residentes, configura normas especiales para EP y para contribuyentes con 
rentas de origen inmobiliario y determina como norma general que el domicilio 
del contribuyente será el del representante y, en su defecto del responsable 
solidario al que nos referiremos seguidamente. Habida cuenta de que no todos 
los obligados tributarios tienen obligación, como veremos a continuación, de 
nombrar representante, y de que pueden existir situaciones en las que, 
adicionalmente, tampoco exista responsable solidario, pueden plantearse 
situaciones en las que no exista domicilio tributario y toda la relación tributaria 
se mantenga con los retenedores en virtud de una “cuasi-sustitución” como 
veremos más adelante. Por otra parte, las determinaciones del citado precepto 
se refieren a los contribuyentes, así que los obligados tributarios que también 
contempla esta normativa, como son principalmente representantes, 
responsables y sobre todo, los retenedores, seguirán el régimen normal 
contenido en el artículo 48.2 (ap. a y b) LGT. 

En relación con las normas específicas, en el caso de EP (art. 11 LIRNR) se 
sigue el criterio general (art. 48.1.b) LGT; Art. 8.2 Ley del Impuesto sobre 
sociedades, LIS20): en función de la efectiva gestión administrativa y dirección 
de negocios y, subsidiariamente, mayor valor del inmovilizado. De esta manera, 
si antes hablábamos de ausencia de domicilio en determinados casos, en este 
podemos hablar de una posible existencia de varios domicilios de una misma 
entidad no residente en el caso de que existan varios EP, cada uno de los 
cuales tendrá un domicilio. En el caso de rentas derivadas de bienes 
inmuebles, el domicilio también será el del representante como en el caso 
ordinario, pero subsidiariamente será el lugar de situación del inmueble, así 
que también puede existir una pluralidad de domicilios de un mismo 
contribuyente con varios inmuebles. 

Como norma de cierre especial, en el intento de facilitar la labor de 
comunicación y notificación de la Administración, se indica que si no se ha 

 
19 En este caso, mediante el modelo 035. Orden HAC/611/2021, de 16 de junio, por la que se 

aprueba el formulario 035 "Declaración de inicio, modificación o cese de operaciones comprendidas en 

los regímenes especiales aplicables a los sujetos pasivos que presten servicios a personas que no tengan la 

condición de sujetos pasivos o que realicen ventas a distancia de bienes o determinadas entregas 

nacionales de bienes" y se determinan la forma y procedimiento para su presentación 
20 Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades. 
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designado representante, son válidas las notificaciones practicadas en el 
domicilio del responsable solidario y, en el caso de personas o entidades 
residentes en países sin efectivo intercambio de información21, son válidas 
también las efectuadas en el lugar de situación de cualquiera de los inmuebles 
de su titularidad. Así que, con esta norma también pueden existir varios 
domicilios de un contribuyente no residente. 
 

3. LA ACTUACIÓN DEL SUJETO NO RESIDENTE 

3.1 ACCIÓN DIRECTA DEL CONTRIBUYENTE NO RESIDENTE. 
ACTUACIÓN POR INTERNET 

Nada impide a la persona o entidad no residente cumplir con sus obligaciones 
materiales y formales como un residente. Sin embargo, la falta de presencia, la 
debilidad del poder de coerción de la Administración y la dificultad de cobro 
ejecutivo de las posibles deudas y responsabilidades hacen que la carga 
tributaria haya sido derivada sucesivamente a representantes, responsables 
solidarios, pagadores de rendimientos y retenedores. 

Sin embargo, en una sociedad que evoluciona rápidamente hacia la 
generalización de vías de comunicación electrónica se configura, para 
personas físicas, como un derecho la facultad de utilización de internet para 
comunicación y cumplimiento directo por parte de todo interesado u obligado 
tributario, incluido el no residente. En este sentido, así se establece en el 
artículo 14 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. Este derecho se refiere 
exclusivamente a personas físicas, con las excepciones que se puedan 
establecer. En cuanto a personas jurídicas, entidades sin personalidad jurídica 
y los que ejerzan actividad profesional, se configura como obligatoria en el 
mismo precepto.  

Las Administraciones públicas están obligadas a verificar la identidad de los 
interesados en el procedimiento administrativo. De conformidad con el artículo 
9 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, para identificarse electrónicamente ante la 
Administración Española se requiere la utilización de un sistema admitido, 
generalmente sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de 
firma electrónica o sello electrónico. También se admiten, no necesariamente 
en todos los procedimientos, y previo un procedimiento de adopción, otros 
sistemas que las Administraciones Públicas consideren válidos, conforme a un 
determinado procedimiento. Es el caso de la plataforma común Cl@ve.22 

 
21 De acuerdo con la Disposición Adicional décima de la Ley 36/2006, la referencia hecha en el art. 

11.2 LIRNR a “países sin efectivo intercambio de información” ha de entenderse referida a 

“jurisdicciones no cooperativas” a las que hace referencia la Disposición Adicional primera de la Ley de 

Medidas para la Prevención del Fraude Fiscal conforme a la redacción dada a la citada norma por art. 

16.1 de la Ley 11/2021, de 9 de julio. Son aquellas establecidas en Orden HFP/115/2023, de 9 de febrero, 

por la que se determinan los países y territorios, así como los regímenes fiscales perjudiciales, que 

atribuyen la consideración de jurisdicciones no cooperativas. 
22 Orden PRE/1838/2014, de 8 de octubre, por la que se publica el Acuerdo de Consejo de Ministros, 

de 19 de septiembre de 2014, por el que se aprueba Cl@ve, la plataforma común del Sector Público 

Administrativo Estatal para la identificación, autenticación y firma electrónica mediante el uso de claves 

concertadas. 
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Por su parte, las Administraciones Públicas se comunican y ejercen sus 
competencias mediante las Sedes electrónicas referidas en el artículo 38 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y se 
identifican mediante sello electrónico basado en certificado electrónico23. 

Diferente es la capacidad de expresar la voluntad y el consentimiento, así como 
para verificar la inalterabilidad y e integridad de un documento, casos en los 
que el interesado u obligado tributario deberán utilizar sistemas de firma, sellos 
u otros admitidos a estos efectos.24  

Para la obtención de Firma Electrónica, el obligado tributario no residente 
deberá también acudir a presentar la documentación pertinente ante una 
autoridad certificadora de las admitidas por el Ministerio de Industria, Energía y 
Turismo (u oficina de Registro autorizada por la misma). El certificador realiza 
un documento firmado electrónicamente que vincula unos datos de verificación 
de firma a un firmante y confirma su identidad. En general, la obtención de un 
certificado electrónico requiere la acreditación del solicitante en una oficina de 
registro autorizada por la entidad emisora del certificado. En el caso de los 
certificados electrónicos emitidos por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre, 
la Agencia Tributaria actúa como Oficina de Registro para la acreditación de la 
identidad (pero no es certificadora por sí). 

Se puede acreditar la identidad para obtener un certificado que soporte una 
firma electrónica en las denominadas “Oficinas Consulares de carrera de 
España en el extranjero” existentes en las ciudades de numerosos países, 
hecho este de importancia para el caso de no residentes interesados en la 
obtención de una firma electrónica española, para la que, con carácter previo 
deben solicitar un NIE. 

En otros casos es posible la identificación con el sistema de Autenticación de 
Ciudadano de la UE (eIDAS), una clave numérica temporal para 
comunicaciones telefónicas (TOKEN)25, mediante la utilización del CSV 
procedente de una notificación o comunicación de la Administración Tributaria 
o mediante un número de referencia, número NIE más dato de contraste.  

Existe, no obstante, un procedimiento especial en el que el obligado no 
residente puede actuar a través de internet con la Agencia Tributaria sin utilizar 
el certificado electrónico, se trata de la presentación, desde el extranjero, de 
autoliquidaciones 210 con resultado a ingresar sin certificado electrónico26. 

 
23 La normativa se desarrolla en general en el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se 

aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos. En 

particular para la Agencia Estatal de Administración Tributaria se desarrolla en la Orden HAP/800/2014, 

de 9 de mayo, por la que se establecen normas específicas sobre sistemas de identificación y autenticación 

por medios electrónicos con la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 
24 Artículo 10 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. La normativa general está constituida por la Ley 6/2020, de 11 de noviembre, 

reguladora de determinados aspectos de los servicios electrónicos de confianza. 
25 Ambos exigen disponer de DNI, NIE, NIF L o NIF M 
26 Utilizando el procedimiento establecido en el artículo 14 de Orden EHA/3316/2010, de 17 de 

diciembre, por la que se aprueban los modelos de autoliquidación 210, 211 y 213 del Impuesto sobre la 

Renta de no Residentes, que deben utilizarse para declarar las rentas obtenidas sin mediación de 

establecimiento permanente, la retención practicada en la adquisición de bienes inmuebles a no residentes 

sin establecimiento permanente y el gravamen especial sobre bienes inmuebles de entidades no 

residentes, y se establecen las condiciones generales y el procedimiento para su presentación y otras 

normas referentes a la tributación de no residentes. 
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En relación con las notificaciones, el artículo 4 del Real Decreto 1363/2010, de 
29 de octubre, por el que se regulan supuestos de notificaciones y 
comunicaciones administrativas obligatorias por medios electrónicos en el 
ámbito de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, señala que están 
dentro del ámbito de la Notificación Electrónica Obligatoria las personas 
jurídicas y entidades sin personalidad jurídica que carezcan de nacionalidad 
española (NIF N), los establecimientos permanentes y las sucursales de 
entidades no residentes en territorio español (NIF W), por lo tanto deben utilizar 
la Dirección Electrónica Habilitada. 

3.2 ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA SOBRE OBLIGADOS TRIBUTARIOS 
NO RESIDENTES 

El RGAT en su art. 109 establece las normas especiales para que la 
Administración se relacione con obligados no residentes, indicando que la 
Administración se dirigirá: 

− En el caso de actuación mediante EP, al representante, en el caso 
de que haya sido designado, o en su caso a la persona que figure en el 
Registro Mercantil o autorizada para contratar. 

− En el caso de personas o entidades residentes en países o 
territorios con los que no exista efectivo intercambio de información27, al 
depositario o gestor de los bienes o derechos. 

− En el caso de obligados tributarios no residentes sin EP, 
directamente al mismo, a su representante o, en los casos previstos, al 
responsable solidario28.  

En el caso de tener que dirigirse directamente a personas o entidades no 
residentes, dada la inexistencia de domicilio en territorio español, las 
notificaciones se podrán realizar utilizando los mecanismos de asistencia 
mutua a los que nos referiremos más adelante (art. 114.4 RGAT). Es 
importante señalar, en cuanto a la actuación frente a responsables solidarios, 
que la Administración sólo se puede dirigir directamente contra ellos sin previo 
acto formal de derivación en el caso establecido en el artículo 9.3 LIRNR, dado 
que la LGT exige la derivación previa antes de autorizar la actuación sobre 
responsables salvo en el caso de autorización legal expresa29. 

3.3 EL REPRESENTANTE DEL CONTRIBUYENTE 

REPRESENTACIÓN TRIBUTARIA 

En principio, no existe ninguna dificultad en aplicar el sistema de 
representación tradicional a las relaciones jurídicas derivadas de la tributación 
de no residentes, así que serán aplicables los artículos 45 y 46 LGT. Estos 
preceptos regulan la denominada representación legal y la voluntaria, no 
presentando estas figuras especialidades significativas en materia de personas 
o entidades no residentes. Las personas no residentes que carezcan de 
capacidad de obrar lo harán a través de sus representantes legales 
siguiéndose el régimen general (art. 110 RGAT), pudiéndose en este caso 

 
27 Véase nota 22 
28 En este caso, el mismo “podrá utilizar todos los motivos de impugnación que se deriven de la 

liquidación practicada o de la responsabilidad a él exigida” 
29 Véase art. 196.4 RGAT en caso de inspección 
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establecerse una doble representación, una primera legal de conformidad con 
las normas de nacionalidad, que son las que determinarán la capacidad30 y otra 
segunda referida a la actuación del obligado tributario ante la administración 
española, que se realizará con un representante designado por el 
representante legal de la persona incapaz no residente, de forma similar a la 
autorizada para incapacitados residentes en el art. 111.1 RGAT. De misma 
manera, las personas jurídicas actúan a través de sus representantes legales, 
que serán los que determine la normativa de residencia, sin perjuicio de que 
pueden ser representantes tanto las personas físicas como las jurídicas. 

En relación con la representación voluntaria, dos son los supuestos 
establecidos en la LGT (art. 46), la referida a actos de trámite, que se presume 
y la exigida para interponer recursos, reclamaciones y otra serie de actos 
referidos en el citado precepto que precisa acreditación “por cualquier medio 
válido en Derecho que deje constancia fidedigna o mediante declaración en 
comparecencia personal del interesado ante el órgano administrativo 
competente”. El desarrollo reglamentario, constituido por el art. 111 y 112 
RGAT y por la Resolución de 18 de mayo de 2010 de la Dirección General de 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria, establece las condiciones para 
la realización de la misma, otorgamiento de poder mediante documento público 
o privado de firma legitimada o mediante comparecencia personal. 
Adicionalmente, si se quiere conceder poder para actuar por internet sin 
disposición de firma electrónica, de acuerdo con la citada Resolución es 
requerida una comparecencia personal del obligado presentado, debidamente 
cumplimentado, el documento que figura en el anexo 1 de la misma, debiendo 
el funcionario competente verificar su identidad. La otra posibilidad es el 
otorgamiento de escritura pública o documento privado de firma legitimada. En 
ambos casos se obliga al desplazamiento a España o a una oficina consular, 
existiendo la misma carga administrativa para nombrar a un representante 
como para obtener una firma electrónica con la que realizar el contribuyente 
todos los trámites que requiera la Administración Tributaria. 

REPRESENTACIÓN OBLIGATORIA 

En las primeras fases regulatorias de la tributación de no residentes se buscó 
al representante con domicilio en España como persona más cercana sobre la 
que actuar y hacer posible las tareas de gestión, recaudación e inspección 
propias de la Administración Tributaria. Por ello, la Ley 230/1963, de 28 de 
diciembre, General Tributaria establecía en su artículo 46 la obligación de que 
“los sujetos pasivos que residan en el extranjero durante más de seis meses 
cada año natural vendrán obligados a designar un representante con domicilio 
en territorio español, a los efectos de sus relaciones con la Hacienda Pública.” 
Naturalmente, se trataba de una norma cuyo cumplimiento coactivo podía 
resultar dificultoso, dada la lejanía del obligado y, en algunos casos, la 
ausencia de patrimonio con el que hacer efectiva una sanción o cualquier otra 
deuda en caso de incumplimiento. Más reacios al cumplimiento de esta 
obligación se mostraron los obligados durante el tiempo en el que la 
representación, en el caso de actividades económicas realizadas sin EP, 

 
30 A diferencia de la normativa fiscal que se basa en la residencia, el artículo 9.1 del Código Civil 

establece que la ley personal correspondiente a las personas físicas es la determinada por su nacionalidad, 

que regirá la capacidad y la tutela, salvo medidas urgentes de protección o intervenciones de autoridades 

españolas. 
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suponía automáticamente asumir una responsabilidad solidaria, como 
prescribía el artículo 17.3 de la Ley 5/1983, de 29 de junio. En la actualidad, el 
artículo 47 LGT no establece sino una remisión general a la normativa tributaria 
en relación a la obligación de existencia de representante y a la comunicación 
de esta situación a la Administración.  

 Es el artículo 10 LIRNR el que se refiere al tema y limita los supuestos 
obligatorios de responsabilidad del representante y establece el nombramiento 
necesario en algunos casos. En cualquier caso, el párrafo segundo establece 
que los residentes en la UE (o ERAR constituidos en la UE), así como en 
países del EEE con normativa de asistencia mutua en los términos de la 
normativa española seguirán el sistema general de representación de la LGT31. 
Para el resto, los casos establecidos son. 

− Existencia de Establecimiento Permanente 

− Realización de actividades o explotaciones económicas en 
España sin mediación de establecimiento permanente. 

− Actuación de Entidades en régimen de atribución de rentas 
(ERAR) “con presencia en territorio español”, es decir, con actividad 
económica en territorio español, toda o parte desarrollada mediante 
instalaciones o lugares de trabajo de cualquier índole, o actuando en él a 
través de un agente autorizado para contratar, en nombre y por cuenta 
de la entidad. 

− Requerimiento por la Administración Tributaria en los casos en los 
que así lo estime. 

− Personas o entidades residentes en países o territorios con los 
que no exista un efectivo intercambio de información tributaria32, que 
sean titulares de bienes situados o de derechos que se cumplan o 
ejerciten en territorio español, excluidos los valores negociados en 
mercados secundarios oficiales. 

− Empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de 
aplicación del Impuesto sobre el Valor Añadido, ni en la Comunidad, 
Islas Canarias, Ceuta o Melilla que se acojan al Régimen especial de 
devoluciones (119 bis Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, LIVA) 

− Sujetos pasivos de IVA no establecidos en la Comunidad, salvo 
que se encuentren establecidos en Canarias, Ceuta o Melilla, o en un 
Estado con el que existan instrumentos de asistencia mutua análogos a 
los instituidos en la Comunidad (art. 164 LIVA). 

Tanto en el caso de varios EP de un mismo sujeto como en el caso de 
diferentes actividades económicas realizadas sin EP pueden existir varios 
representantes. 

Por otra parte, y, como se indicará más tarde, se considera al representante 
responsable solidario en IRNR (art. 9.4 LIRNR) en el caso de EP o ERAR con 
presencia económica, matizándose en las Consultas 0093 y 0094/2004 

 
31 Según la redacción dada por la Ley 11/2021 
32 Véase nota 22 
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Generales (CGDGT) de la Dirección General de Tributos de 29 de enero de 
2004 que debe tratarse de una representación con capacidad para dirigir y 
gestionar las entidades y no una meramente nominal o para atender a la 
inspección o para la mera presentación de declaraciones. En el mismo sentido 
se manifiesta la consulta vinculante V0349-14 de 11 de febrero de 2014. En 
materia de IVA el representante responde directamente en los casos de 
devolución improcedente en el régimen establecido en el artículo 119 bis. 

La LIRNR indica que se debe comunicar la designación de representante “en el 
plazo de dos meses” desde el otorgamiento del poder correspondiente, con la 
expresa aceptación del apoderado. En caso de ausencia de nombramiento, el 
citado artículo 10 establecen sanciones de 2.000 o 6.000 euros, y la 
Administración fiscal puede considerar representante: 

− Para EP o de ERAR con presencia, al que figure como tal en el 
Registro Mercantil33 o al que figure como facultado para contratar en su 
nombre. 

− En el caso de personas o entidades residentes en países o 
territorios con los que no exista un efectivo intercambio de información 
tributaria (actualmente jurisdicciones no cooperativas), el depositario o 
gestor de los bienes o derechos de los contribuyentes. 

 

4. LA RESPONSABILIDAD 

Con la intención de hacer posible la tributación por parte de no residentes, el 
apartado 3 del artículo 17 de la Ley 5/1983, de 29 de junio, introdujo una 
denominada “responsabilidad solidaria” que presentaba diferentes 
características que la general existente en aquel momento, predicada entonces 
del representante del sujeto no residente de manera automática. Tras varias 
modificaciones, en la actualidad esta figura ha reducido su ámbito para 
trasladar la mayor carga obligacional a los retenedores, cuya obligación es 
prevalente frente a la de responsables, habida cuenta de que la 
responsabilidad no existirá cuando resulte de aplicación la obligación de 
retener e ingresar a cuenta (art. 9.1 LIRNR). 

4.1 RESPONSABILIDAD TRIBUTARIA. RÉGIMEN GENERAL34 

Las características generales de la responsabilidad tributaria están 
establecidas en art. 41 LGT. Consiste en la determinación de personas o 
entidades que devienen obligados tributarios de una deuda como consecuencia 
de darse un supuesto de hecho diferente del hecho imponible configurador de 
la deuda tributaria, pero relacionado con el mismo. La responsabilidad tributaria 
se caracteriza fundamentalmente por:  

− Reserva legal 

− Subsidiariedad respecto de la deuda principal, lo que supone la 
necesidad de declarar fallido al deudor principal y, en su caso, a los 
obligados solidarios con carácter previo a la declaración de 

 
33 En el caso de que el EP se haya inscrito como sucursal en el Registro Mercantil de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 295 a 308 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se 

aprueba el Reglamento del Registro Mercantil. 
34 Contenido fundamentalmente en Arts. 41, 42, 174, 175 y 182 LGT, Art. 196 RGAT y Arts. 124, 

125 Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación. 
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responsabilidad. Todo ello salvo declaración expresa de solidaridad, en 
cuyo caso puede declararse incluso antes de la finalización del periodo 
voluntario de pago establecido para el deudor principal  

− Alcance de la derivación limitado a la deuda principal, si bien en 
toda su extensión, excluidas las sanciones salvo declaración legal 
expresa 

− Exige un procedimiento administrativo de declaración, con 
audiencia al interesado, salvo legal dispensa 

− Es posible la repetición de lo pagado por el responsable al deudor 
principal 

En principio, dado el propio carácter de la responsabilidad, que es subsidiaria 
salvo declaración expresa, la competencia principal para la declaración de 
responsabilidad es de los órganos de recaudación.35 El art. 124 del Reglamento 
General de Recaudación (RGR) establece las condiciones generales de la 
declaración, presentando especialidades para el caso de liquidación vinculada 
a delito36.  

La responsabilidad puede declararse también en el procedimiento inspector, 
con las formalidades establecidas en el artículo 196 RGAT, que refiere que 
debe trasladarse al órgano de recaudación correspondiente. 37 El artículo 
refiere una prelación de la deuda principal sobre la derivada, al establecer que 
el trámite de audiencia al responsable debe ser posterior a la formalización del 
acta al deudor principal o en su caso (si se deriva sanción) posterior a la 
propuesta de resolución del procedimiento sancionador al sujeto infractor. 
Adicionalmente, el responsable no es interesado en el procedimiento de 
inspección38 y el acuerdo de declaración de responsabilidad debe ser posterior 
al acuerdo de liquidación o sanción.  

Es importante en la materia que nos ocupa lo indicado en el párrafo 4º del 
citado precepto, en el sentido de que en los casos en que no sea necesaria la 
derivación, la inspección puede dirigirse directamente contra el responsable en 
sus actuaciones de comprobación e investigación, sin necesidad de otro 
requisito. 

4.2 RESPONSABILIDAD SOLIDARIA ART. 9 LIRNR 

El art. 9 LIRNR contiene el régimen especial de responsabilidad referido al 
impuesto, tiene diferencias con el régimen general descrito; se asigna el 
carácter de solidaria a la misma e incluso se dispensa del procedimiento 

 
35 Véase la Resolución de 27 de mayo de 2023, de la Presidencia de la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria, sobre organización, funciones y atribución de competencias en el área de 

recaudación, que atribuye competencias en esta materia, no mencionada en la Resolución de 13 de enero 

de 2021, de la Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y 

atribución de funciones en el ámbito de competencias del Departamento de Gestión Tributaria. 
36 Artículo124 bis RGR, muy similar al 196 RGAT con la referencia temporal que posibilita la 

declaración situada en el momento en el que conste como admitida la denuncia o querella por delito 

contra la Hacienda Pública. 
37 El artículo se modifica por Real Decreto 117/2024, de 30 de enero, estableciéndose expresamente 

esa remisión a Recaudación. Anteriormente, se atribuía competencia al órgano de liquidación, 

concretamente a los Jefes de equipos o unidades de inspección, de conformidad con al apartado Ocho.4 

de la Resolución de 24 de marzo de 1992. 
38 Lo que implica que no se aceptan sus alegaciones 
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administrativo de declaración en algún caso. Lo que en ningún caso hace la 
norma especial es impedir que, si se dan los supuestos recogidos en los 
artículos 42 y 43 LGT, exista responsabilidad de alguna persona implicada en 
la tributación de no residentes, como reiteran las consultas de la Dirección 
General de Tributos39. Adicionalmente, se configura como una obligación que 
sólo surge en el caso de que no exista retención o ingreso a cuenta, la 
responsabilidad del retenedor será la propia de su figura. Los supuestos 
establecidos son los siguientes: 

 

RESPONSABLE SUPUESTO PROCEDIMIENTO 

Pagador Rendimientos devengados sin EP 
Directo sin 

derivación 41.5 
LGT 

Pagador 
Rentas de bienes en depósito o gestión no afectos a 

un EP de personas o entidades residentes en 
paraísos fiscales 

Directo sin 
derivación 41.5 

LGT 

Pagador 
Rentas de bienes en depósito o gestión no afectos a 

un EP de personas o entidades no residentes en 
paraísos fiscales 

Derivación 
ordinaria 

Representante EP 
Derivación 
ordinaria 

Representante ERAR con presencia 
Derivación 
ordinaria 

En relación con esta regulación es necesario indicar que la extensión de la 
obligación de retención, en los términos a los que nos referiremos en el 
apartado siguiente hace que la aparición de un responsable esté limitada. En el 
ámbito de los pagadores, sólo responderán de esta manera en cuanto no sean 
sujetos obligados a realizar pagos a cuenta, así que se circunscribiría el caso a 
personas físicas que no ejercieran comercio. En este supuesto se podría dar el 
caso teórico de que se realicen pagos a entidades que se suponga que tienen 
forma societaria (sucursales) o son EP y no ser cierta esta condición, 
generándose una responsabilidad de manera objetiva. En cualquier caso, no 
sería un supuesto de responsabilidad la mera intermediación en el pago.40 

De la misma manera, en el caso de EP o de ERAR con presencia se atribuye 
responsabilidad directamente a los representantes, sin entrar a definir qué se 
entiende por tales y si existe alguna medida de culpabilidad para definir su 
actuación. En relación con este supuesto ya se ha indicado anteriormente las 
conclusiones de varias Consultas de la Dirección General de Tributos en el 
sentido de que es necesaria la llevanza de la gestión efectiva del EP, no 
bastando una mera representación fiscal que implique tan solo la 
intermediación en las relaciones con la Hacienda Pública. Lo que no existe es 
una determinación de la necesidad de que exista un elemento subjetivo, como 
el que figura en el supuesto de responsabilidad general de administradores 
establecido en el art. 43.1.a y b, que señalan la necesidad de que los 
administradores de hecho o de derecho de personas jurídicas no hubieran 

 
39 V1358-2013 ó V0349/2014. 
40 V1472-21 
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hecho lo necesario para el pago o cumplimiento, lo que parece incorporar un 
determinado elemento subjetivo o posibilidad de elusión de la responsabilidad.  

En el caso de las ERAR constituidas en el extranjero con presencia en España, 
existe una complicación añadida como consecuencia de la dificultad de 
conocer su estructura y régimen de administración, necesario paso para 
declarar la responsabilidad de alguna persona o entidad que pudiera ser 
también no residente, con las dificultades que ello conlleva. 

4.3 OTROS SUPUESTOS DE RESPONSABILIDAD EN TRIBUTACIÓN DE 
NO RESIDENTES 

4.3.1 Responsabilidad por afección de bienes 

El artículo 45.3 LIRNR declara la afección de determinados bienes o derechos 
transmitidos al pago del Gravamen Especial de Bienes Inmuebles de Entidades 
no Residentes. Este tributo sólo afecta a Entidades residentes en un país o 
territorio que tenga la consideración de paraíso fiscal41 y se refiere a la 
propiedad o posesión en España, por cualquier título, de bienes inmuebles o 
derechos reales de goce o disfrute sobre éstos. La falta de pago implica el 
inicio del procedimiento de apremio sobre los inmuebles.  

Por otra parte, el artículo 14.5 Real Decreto 1776/2004, de 30 de julio, por el 
que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de no Residentes 
(RIRNR) establece otro supuesto de afección en el caso de adquisición de 
bienes inmuebles a no residentes y no realización de la preceptiva retención 
sobre la contraprestación a la que se hará referencia más adelante, debiendo el 
Registrador hacer constar la afección en nota al margen de la inscripción 
respectiva42. 

4.3.2 Responsabilidad subsidiaria Impuesto de Sucesiones y Donaciones 

De conformidad con el diseño de este tributo, son contribuyentes por obligación 
real las personas físicas no residentes que obtengan por transmisiones 
lucrativas mortis causa o inter vivos o como beneficiarios de seguros de vida 
determinados bienes o derechos relacionados con el territorio español.43 En 
este caso el régimen de responsabilidad es subsidiario, se regula en el art. 8 de 
la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones (LISD), que establece como responsables a intermediarios 
financieros, entidades aseguradoras, mediadores en la transmisión de títulos 
valores y funcionarios que autoricen determinados cambios de sujeto pasivo. 

4.3.3 Otras responsabilidades 

 
41 Anteriormente afectaba a todo tipo de entidades no residentes y se consideró que vulneraba la 

normativa comunitaria. Se modificó, con efectos desde el 1 de enero de 2013, por la disposición final 5.1 

de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre. 
42 El régimen general de afección está contenido en art. 79 LGT, que también refiere la 

subsidiariedad, pero que establece excepciones basadas en la protección registral o buena fe y justo título. 
43 Según indica el artículo 7 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y 

Donaciones “bienes y derechos, cualquiera que sea su naturaleza, que estuvieran situados, pudieran 

ejercitarse o hubieran de cumplirse en territorio español, así como por la percepción de cantidades 

derivadas de contratos de seguros sobre la vida cuando el contrato haya sido realizado con entidades 

aseguradoras españolas o se haya celebrado en España con entidades extranjeras que operen en ella”. 
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Como se ha indicado, puede concurrir en persona o entidad no residente 
supuestos de responsabilidad de los establecidos en las normas generales 
citadas, que se declararán por el procedimiento ordinario. 

Asimismo, en materia de no residentes es de destacar la responsabilidad 
subsidiaria de los representantes aduaneros, que no alcanzará en principio a la 
deuda aduanera (art. 43.1.e LGT), pero sí a la deuda de IVA (Art. 87.3 LIVA). 

En el ámbito del IVA existe su propio régimen de responsabilidad y 
representación de no residentes, que sigue el régimen general de 
responsabilidad y derivación conforme a lo indicado en el artículo 87 LIVA.44  
 

5. LA RETENCIÓN 

Los retenedores satisfacen la mayor parte de las rentas sometidas a gravamen 
y deben practicar retención o ingreso a cuenta e ingresar en el tesoro. Los 
caracteres básicos de la figura son los siguientes: 

− Exonera al contribuyente que obtenga rentas sin EP de 
obligaciones (art. 28.2 LIRNR). La realización de la retención o ingreso a 
cuenta implica que no se exige a los contribuyentes presentación de la 
declaración correspondiente, salvo en el caso de ganancias 
patrimoniales procedentes de Fondos de Inversión.45 

− Excluye asimismo la figura de la responsabilidad, pero en este 
caso no es necesario ni que se realice efectivamente la retención, sino 
que basta con que resulte aplicable la obligación de retener e ingresar a 
cuenta (art. 9.1 LIRNR), incluso en los supuestos en los que no se debe 
realizar la misma por tratarse de rentas exentas u otros motivos (art. 
31.4 LIRNR). 

− Se configura como obligación independiente la realización efectiva 
de la retención y el ingreso en la Hacienda Pública de las cantidades 
que correspondan (art. 31.3 LIRNR). 

− Se limita la obligación para el caso de contribuyentes con 
actividades económicas no constitutivas de EP a pagos a cuenta sobre 
rendimientos del trabajo satisfechos, así como para otros rendimientos 
que constituyan gasto deducible para la obtención de rentas (art. 30 
LIRNR). 

− No se admite la deducibilidad sino de las retenciones practicadas. 
No existe en IRNR precepto similar al contenido en el artículo 99.5 de la 
Ley de Renta. 

Como consecuencia de estas características, el retenedor se configura como 
un cuasi-sustituto. De conformidad con la LGT (Art. 36) el sustituto es sujeto 
pasivo que debe cumplir la obligación tributaria principal, así como las 
obligaciones formales que sean pertinentes, por imposición legal cumple todas 
las obligaciones en lugar del contribuyente (que realizó el hecho imponible) 

 
44 Véase V2507-22 y V1091-24 
45 “…salvo en el caso de ganancias patrimoniales derivadas del reembolso de participaciones en 

fondos de inversión regulados en la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión 

colectiva, cuando la retención practicada haya resultado inferior a la cuota tributaria...” de conformidad 

con art. 28.3 LIRNR tras la modificación operada por Ley 16/2013. 
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pero, salvo disposición legal, puede repetir el importe satisfecho del 
contribuyente46. La retención se acerca a la sustitución ya que hace innecesaria 
la declaración del contribuyente, concediendo al retenedor la misma posición 
patrimonial que al sustituto, pero se aleja no asumiendo la carga impositiva ni 
repitiendo el importe. Realmente es una obligación autónoma con 
características comunes a las retenciones a realizar en el caso de otros 
tributos. En cualquier caso, es posible la imposición de sanciones al retenedor 
por su propio cumplimiento y no en relación con la obligación principal. 

5.1 RETENEDORES 

De forma somera, ya que ha sido tratado en el capítulo correspondiente a los 
elementos personales, hay que indicar que están obligados a practicar 
retención o ingreso a cuenta respecto de las rentas sometidas a IRNR todas las 
entidades, incluidas aquellas en régimen de atribución de rentas residentes y 
no residentes con presencia, personas físicas residentes en sus actividades 
económicas, Contribuyentes IRNR con EP o con actividades económicas sin 
EP47 y los representantes a efectos fiscales de las entidades aseguradoras 
domiciliadas en otro Estado miembro del Espacio Económico Europeo que 
pretendan operar en España en régimen de libre prestación de servicios.48 

5.2 RENTAS SOMETIDAS A RETENCIÓN. EXCEPCIONES 

En el caso de contribuyentes que actúen a través de EP, el régimen de pagos a 
cuenta, lo que incluye retenciones, pagos fraccionados y pagos a cuenta, será 
el contenido en la legislación del Impuesto de Sociedades, tanto en cuanto a 
las obligaciones de retener como en cuanto a las retenciones que soporta (art. 
8 RIRNR). En el caso de rentas obtenidas sin EP, el régimen de la retención e 
ingreso a cuenta está contenido en la normativa especial del Impuesto.  

El art. 31.2 LIRNR establece que la renta sometida a retención o ingreso a 
cuenta será la deuda íntegra que corresponda por Convenio de Doble 
Imposición o por aplicación de la LIRNR, importe íntegro sin considerar 
reducciones del mismo que pudieran existir y que podría aplicar sólo el 
contribuyente: 

− Gastos de personal, aprovisionamiento de materiales 
incorporados a obras o trabajos y de suministros, en el caso de 
actividades o explotaciones económicas sin EP realizadas en España 
(Art. 24.2 LIRNR). 

− Gastos deducibles para contribuyentes residentes en otro Estado 
Miembro de la Unión Europea (art. 24.6 LIRNR). 

− Deducciones por donativos y por retenciones e ingresos a cuenta 
practicados. (art. 26 LIRNR). 

 
46 En el caso de la imposición de la renta sobre no residentes, en la redacción original de la LIRNR 

existía una figura de sustitución, regulada en el artículo 33 LIRNR, referida a entidades gestoras del 

mercado de Deuda Pública en anotaciones en cuenta y derogada por el art. 2.2 de la Ley 4/2008, de 23 de 

diciembre. 
47 En este caso sólo de rendimientos del trabajo que satisfagan y de otros rendimientos sometidos a 

retención que constituyan gasto deducible para la obtención de las rentas. 
48 Art. 59 de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades 

aseguradoras y reaseguradoras. 
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− Cuota del Gravamen Especial sobre Bienes Inmuebles de 
Entidades no Residentes (art. 44 LIRNR) 

Por ello, es probable la existencia de diferencias entre lo retenido y la deuda 
tributaria, lo que generará un derecho a la devolución del exceso de lo 
recaudado por la Administración Tributaria, como luego se tratará, si bien en 
algún caso podría ser mayor la tributación por declaración que por retención, 
como en el caso de pagos a cuenta sobre rendimientos en especie. 

En relación con las rentas exentas de retención, son referidas las siguientes en 
Ley y Reglamento: 

− Rentas exentas del Impuesto, quedando a salvo la obligación de 
realizar declaración sobre las mismas49, salvo en el caso de 
determinados dividendos y participaciones en beneficios.50 

− Acreditación de pago o exención del impuesto. Recordemos que 
la obligación de retención /ingreso en el Tesoro y la de presentación de 
declaración por parte del contribuyente son obligaciones autónomas, así 
que puede adelantarse el contribuyente al retenedor o viceversa. 

− En el caso de Rentas obtenidas por Entidades de Tenencia de 
Valores Extranjeros como consecuencia de beneficios o participaciones 
en beneficios distribuidos a los socios con cargo a las rentas exentas 
que procedan de entidades no residentes en territorio español o a las 
rentas exentas obtenidas en el extranjero a través de un establecimiento 
permanente cuando el perceptor sea una entidad o persona física no 
residente en territorio español sin establecimiento permanente, dado que 
el beneficio distribuido no se entenderá obtenido en territorio español.51 

− Ganancias patrimoniales, excepto premios, transmisión de bienes 
inmuebles en los términos a los que nos referiremos más adelante o 
rentas derivadas de transmisiones o reembolsos de acciones o 
participaciones representativas del capital o patrimonio de instituciones 
de inversión colectiva.52.53 

 
49 Véase V0166-25 
50 Los obtenidos sin mediación de establecimiento permanente por fondos de pensiones residentes en 

otro Estado miembro de la Unión Europea o por establecimientos permanentes de dichas instituciones 

situados en otro Estado miembro de la Unión Europea, así como por las instituciones de inversión 

colectiva reguladas por la Directiva 2009/65/CE, en las condiciones establecidas en la LIRNR (art. 14 k) 

l). En estos casos sí hay que presentar retención o ingreso a cuenta. 
51 Art. 108.1.c LIS, por referencia actualizada de la LIRNR (art. 14.4.d) al artículo 118.1.c) del 

Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

4/2004, de 5 de marzo. 
52 Salvo Fondos de Inversión Cotizados, a los que se refería el RIRNR (art. 10.3.a.3º) con remisión 

al art. 49 del Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 

35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva, y se adapta el régimen tributario de 

las instituciones de inversión colectiva. En la actualidad la norma ha sido derogada y su equivalencia se 

encuentra en el artículo 79 del Real Decreto 1082/2012, de 13 de julio, por el que se aprueba el 

Reglamento de desarrollo de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva, 

en la redacción dada por el art. único.25 del Real Decreto 83/2015, de 13 de febrero. 
53 Actualizando la referencia hecha al Artículo 73 del Real Decreto 1775/2004, de 30 de julio como 

hecha al Art. 75.3 del Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y se modifica el Reglamento de Planes y Fondos de 

Pensiones, aprobado por Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero, los supuestos de no retención serían 

los siguientes: 
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Otro supuesto de retención establecida por el RIRNR es el que debe darse en 
el caso de reducción de capital social con devolución de aportaciones y 
distribución de la prima de emisión de acciones. 

5.3 RETENCIÓN ACTIVOS FINANCIEROS Y OTROS VALORES 
MOBILIARIOS 

La LIRNR y el RIRNR establecen determinadas normas especiales en relación 
con la retención de este tipo de activos, que convierten en obligados tributarios 
a: 

− Entidades gestoras, administradoras, depositarias, 
comercializadoras o cualquier otra encargada de operaciones con 
acciones o participaciones representativas del capital o patrimonio de 
las instituciones de inversión colectiva comercializadas en España 

− Sociedad gestora de la institución o, en su defecto, a la sociedad 
de inversión en el caso de comercialización transfronteriza de acciones 
o participaciones de instituciones de inversión colectiva 

5.4 OTROS SUPUESTOS DE RETENCIÓN 

En relación con las transmisiones de inmuebles propiedad de no residentes, la 
LIRNR establece un supuesto especial de retención regulado en art.25.2 de la 
misma y en el art. 14 RIRNR. El adquirente de bienes inmuebles situados en 
territorio español a contribuyentes sin EP implica la obligación de retener e 
ingresar, o realizar el ingreso a cuenta correspondiente, de un 3 por ciento de 
la contraprestación acordada. Este tipo de retención presenta ciertas 
singularidades: 

− Será el propio adquirente el que evalúa la condición de no 
residente del transmitente, incluso de si dispone o no de 
Establecimiento Permanente, sin ser relevante si el inmueble está 
adscrito a la actividad económica, supuesto este que puede ser de difícil 
aplicación práctica en determinados casos, pensemos en no residentes 
nacionales que oculten su condición. 

− Sin estar incluida esta obligación entre los supuestos de 
retención, ello implica la no desaparición de la obligación declarativa del 
contribuyente, que debe realizar en tres meses desde la finalización del 
plazo para realizar la retención, que es un mes desde la transmisión, 
compensando el importe retenido o ingresado a cuenta (art. 14.2 y 3 
RIRNR) 

 
Rendimientos derivados de valores emitidos por el Banco de España y de letras del tesoro, salvo que 

se obtengan a través de Paraíso Fiscal. 

Las primas de conversión de obligaciones en acciones. 

Los rendimientos derivados de la transmisión o reembolso de activos financieros con rendimiento 

explícito en determinados casos. 

En este punto hay que indicar que las referencias del RINR a normas derogadas, que hace tanto al 

Real Decreto 1309/2005 en relación a Instituciones de Inversión Colectiva como al Real Decreto 

1775/2004, de 30 de julio suscitan ciertas dudas. En el primer caso parece que la referencia es al régimen 

de determinados Fondos de Inversión, los cotizados, por lo que parece razonable la actualización de la 

misma y aceptar que debe realizarse retención. En el segundo caso no se refiere un tipo de ganancia 

patrimonial, sino que se remite a determinados apartados del art. 73.3 del derogado Reglamento del IRPF, 

lo que suscita mayores dudas sobre la aplicabilidad del deber de retener o no en los supuestos a los que se 

refiere 
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− Adicionalmente se establece una afección especial de los bienes 
transmitidos a la que ya se hecho referencia (art. 14.5 RIRN). 

− La citada retención no procede en el caso de justificación de la 
condición de contribuyente residente en IRPF o IS y en el caso de 
aportación de bienes inmuebles, en la constitución o aumento de capital 
de sociedades residentes en territorio español.  

− En relación a permutas o pagos parciales con entrega de otros 
bienes, la referencia al pago a cuenta en su caso que realiza el artículo 
25.2 LIRNR parece aceptar plenamente esta posibilidad, lo que 
nuevamente hace recaer sobre el retenedor, que puede tener la 
condición de particular, la obligación de evaluar correctamente al titular 
de los bienes que le son transmitidos. 

− Finalmente, en el artículo 39.3 LIRNR se establece otra obligación 
formal para el adquirente, para el caso de que la transmisión se 
produzca siendo transmitente una Entidad en Régimen de Atribución de 
Rentas sin presencia en territorio español. En este caso solo se debe 
practicar la retención sobre aquellos miembros no residentes y no sobre 
el resto. 

Otros supuestos de retención son los establecidos en el art. 11 RIRNR, con 
expresa mención de las personas o entidades que satisfagan premios y el 
referido en Art. 99.2 LIRPF, que indica que cuando una entidad, residente o no 
residente, satisfaga o abone rendimientos del trabajo a contribuyentes que 
presten sus servicios a una entidad residente vinculada con aquélla o a un EP 
radicado en territorio español, la entidad o el establecimiento permanente en el 
que preste sus servicios el contribuyente, deberá efectuar la retención o el 
ingreso a cuenta. 
 

6. OTROS OBLIGADOS TRIBUTARIOS. SUCESORES Y CÓNYUGES 

La LIRNR (art. 47) establece la aplicabilidad del régimen general de sucesión 
de las deudas tributarias establecido en el art. 39 LGT, así que los sucesores 
de persona no residente, así como la herencia yacente en el ínterin hasta su 
aceptación, pueden tener que responder de las obligaciones pendientes con 
exclusión de sanciones. De la misma manera se declara aplicable la normativa 
general de bienes gananciales en relación con la responsabilidad patrimonial 
del contribuyente, contenida en el artículo 1365 del Código Civil y artículos 6 al 
12 del Código de Comercio. 
 
7. DECLARACIÓN-LIQUIDACIÓN DEL IRNR 

7.1 OBLIGACIONES FORMALES DE LOS ESTABLECIMIENTOS 
PERMANENTES 

La LIRNR realiza una remisión normativa en esta materia a las disposiciones 
reguladoras del Impuesto sobre Sociedades; así de forma directa se refiere a la 
determinación de la Base Imponible, sin perjuicio de ciertas especialidades (art. 
18 LIRNR), compensación de Bases Imponibles negativas (art. 18.2 LIRNR), 
tipo impositivo (art. 19 LIRNR), bonificaciones y deducciones (art. 19.4.a) 
LIRNR), obligaciones de índole contable, registral o formal (art. 22.2 LIRNR) y 
régimen de retenciones, pagos fraccionados e ingresos a cuenta (art. 23 
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LIRNR, Art. 8 RIRNR). Por ello, las obligaciones formales de un EP son 
numerosas, destacamos las más relevantes con expresión de plazos y formas 
de presentación: 

− Con carácter previo a la iniciación de actividades, será requerida 
la presentación de una declaración censal, modelo 036, con solicitud de 
NIF. Recordemos que el mismo sujeto no residente puede actuar en 
España a través de uno o varios EP diferenciados. 

− Presentación, en el mismo plazo lugar y forma, de su declaración 
de renta de conformidad con la normativa del IRNR que cualquier 
entidad sujeta al Impuesto de Sociedades. Se realiza a través del 
modelo 200, con documento de ingreso o devolución modelo 206. Es 
importante señalar que se tributa por la totalidad de la renta imputable al 
establecimiento, cualquiera que sea el lugar de obtención y que es 
irrelevante que el titular del EP sea una persona física, el modelo a 
utilizar es el mismo. La declaración se realizará en el plazo de 25 días 
naturales siguientes a los seis meses posteriores a la finalización del 
periodo impositivo, que no podrá exceder de un año, de conformidad con 
la orden que apruebe el modelo correspondiente. El tipo de gravamen 
hasta 31 de diciembre de 2014 era del 30% y desde 1 de enero de 2015 
se aplica el mismo tipo que el previsto en la normativa del Impuesto 
sobre Sociedades, un 28% en 2015 y un 25% en adelante. Se podrán 
aplicar a la cuota íntegra las mismas deducciones y bonificaciones que 
las indicadas en la normativa del Impuesto sobre Sociedades. 

− En el caso de periodo impositivo incompleto o interrumpido, 
producido en los casos indicados en el art. 20.2 LIRNR, es decir: cese 
en su actividad, desafectación de la inversión, transmisión a otra 
persona física o entidad, traslado de residencia y fallecimiento del titular, 
se entiende concluido el periodo impositivo y el impuesto se devenga. El 
plazo de presentación de declaración por la renta obtenida en el periodo 
que finalizó con el cese de actividad será el establecido para las rentas 
sin EP (art. 21.2 LIRNR) como en el caso de estas rentas, ni la LIRNR ni 
el RIRNR establece plazo, sino una remisión a la regulación 
reglamentaria, las últimas órdenes de aprobación de los modelos 200 y 
206 publicadas54 indican en su artículo 6 que deberá realizarse en los 
veinte primeros días naturales de abril, julio, octubre y enero, atendiendo 
al trimestre de producción del hecho imponible. Es de suponer que las 
Órdenes por las que se aprueben los modelos cada año seguirán 
manteniendo estos plazos, que coinciden con los establecidos en la 
regulación de las rentas obtenidas sin EP, aunque en este caso, el 
modelo a utilizar sería el 200. 

− Presentación de declaración por la imposición complementaria 
referida en el apartado 2 del art. 19 LIRNR sobre las cuantías 

 
54 La última aprobada es la Orden HAC/495/2024, de 21 de mayo, por la que se aprueban los 

modelos de declaración del Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de no Residentes 

correspondiente a establecimientos permanentes y a entidades en régimen de atribución de rentas 

constituidas en el extranjero con presencia en territorio español, para los períodos impositivos iniciados 

entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2023. 
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transferidas con cargo a rentas del EP55. Deberá utilizar los plazos y 
formas establecidos para las rentas obtenidas sin EP, utilizando el 
modelo 210. Esta imposición complementaria debe ingresarse en los 
veinte primeros días de los meses de abril, julio, octubre o enero, según 
trimestre de realización de la transferencia al extranjero. 

− Operaciones mercantiles de un EP que no cierren un ciclo 
mercantil completo. En este caso, se mantiene la presentación utilizando 
el modelo 200, si bien se establecen normas específicas de 
determinación de la base imponible, toda vez que no se ha producido 
una transmisión de bienes o servicios propiamente dicha a contraparte 
no vinculada que retribuya la actividad. Se aplicará un porcentaje sobre 
el total de gastos incurridos en el desarrollo de la actividad, establecido 
en un 15% por el artículo 15.3 de la Orden EHA/3316/2010, de 17 de 
diciembre. 

− Tratándose de operaciones que consistan en obras de 
construcción, instalación o montaje cuya duración exceda de seis 
meses, actividades o explotaciones económicas de temporada o 
estacionales, o actividades de exploración de recursos naturales, a las 
que se refiere el artículo 18.4 LIRNR, la tributación se produce a 
semejanza de las actividades económicas sin EP, con las mismas 
normas de devengo y presentación y ciertas dispensas en la 
documentación a mantener a las que nos referiremos más adelante. Se 
trata de un régimen opcional, por cuanto el contribuyente puede optar 
por el régimen general establecido para EP, siempre que disponga de 
contabilidad separada; la opción es única y se ejerce en la presentación 
del modelo de declaración censal. En este caso, se utiliza el modelo 
210, con el plazo de presentación general del mismo, el referido en el 
artículo 5 de la Orden EHA/3316/2010 ya citado; es decir, con resultado 
a ingresar en los veinte primeros días naturales de abril, julio, octubre y 
enero, de cuota cero del 1 al 20 de enero y a devolver: a partir del uno 
de febrero del año siguiente al de devengo56. 

− Contribuyentes con rentas obtenidas mediante más de un EP. En 
este caso deben hacerse constar en la declaración el importe neto de la 
cifra de negocios del conjunto de establecimientos en territorio español y 
el NIF de todos ellos.  

− Los EP deben incluir en la declaración como documentación 
adicional, la memoria informativa referida a la parte razonable de los 
gastos de dirección y generales de administración que corresponda al 
EP con la declaración de los importes, criterios y módulos de reparto 
(artículo 18.1.b) LIRNR. 

− Presentación de declaración de pagos fraccionados, de 
conformidad con el modelo 202. Se ha indicado con anterioridad que el 

 
55 La imposición complementaria no será aplicable a aquellos EP cuya casa central tenga su 

residencia fiscal en otro Estado de la Unión Europea, salvo que se trate de un país o territorio considerado 

como paraíso fiscal, o en un Estado que haya suscrito con España un Convenio para evitar la doble 

imposición, en el que no se establezca expresamente otra cosa, siempre que exista un tratamiento 

recíproco. Artículo 15.2 de la Orden EHA/3316/2010, de 17 de diciembre. Véase V0518-21. 
56 Artículo 15.1 de la Orden EHA/3316/2010. 



25 

 

artículo 23 LIRNR establecía que el régimen de los EP en materia de 
pagos fraccionados era el mismo que las entidades sometidas al 
Impuesto sobre Sociedades, así que deberán los EP presentar una 
declaración conforme a este modelo en el plazo establecido en el art. 5 
de la Orden HFP/227/2017, de 13 de marzo, por la que se aprueba el 
modelo 202 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto 
sobre Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, es 
decir, veinte primeros días naturales de los meses de abril, octubre y 
diciembre, salvo cuando se quiera domiciliar el pago, caso en el que el 
plazo de presentación telemática de las autoliquidaciones será desde el 
día 1 hasta el 15 de los meses de octubre, enero y abril. 

De la misma manera que para los pagos fraccionados indicados, los EP siguen 
las obligaciones formales establecidas para las entidades sometidas al 
Impuesto sobre Sociedades en materia de retenciones y obligaciones 
informativas, no presentando especialidades destacadas por lo que el presente 
capítulo no se extiende sobre las mismas. De la misma manera, es importante 
destacar que también existe una amplia gama de obligaciones formales en 
cumplimiento de las disposiciones en materia de Impuesto sobre el Valor 
Añadido y que la condición de EP en materia de IVA no implica la existencia de 
EP a los efectos de imposición sobre la renta. 

Por otra parte, las entidades no residentes pueden formar parte de grupos 
fiscales a través de sus EP, como indica el art. 58 LIS al establecer que, a los 
solos efectos de aplicar el régimen de consolidación fiscal, los EP de entidades 
no residentes se considerarán entidades residentes participadas al 100 por 
ciento del capital y derechos de voto por aquellas entidades no residentes57. 
Los EP de entidades no residentes situados en territorio español que no 
residan en un país o territorio calificado como paraíso fiscal podrán ser 
considerados entidades dominantes respecto de las entidades cuyas 
participaciones estén afectas al mismo (art. 58.2 LIS). Como las obligaciones 
formales de los grupos fiscales recaen en las entidades representantes, que 
serán por término general las entidades dominantes, puede darse el caso de 
que un EP deba presentar o esté dentro de un grupo que presente declaración 
de grupo fiscal. Por lo tanto, estaría sometida a la presentación del modelo 220 
como documento de ingreso o devolución y al modelo 222 en cuanto al pago 
fraccionado. 

En relación con la forma de presentación del modelo 202 citado es aplicable la 
normativa general establecida para la mayoría de los modelos tributarios, por lo 
tanto, siguiendo las disposiciones de la Orden HAP/2194/2013, de 22 de 
noviembre, por la que se regulan los procedimientos y las condiciones 
generales para la presentación de determinadas autoliquidaciones, 
declaraciones informativas, declaraciones censales, comunicaciones y 
solicitudes de devolución, de naturaleza tributaria, que indica en su artículo 2, 
en el caso de los modelos a los que nos hemos referido directamente, así como 
declaraciones de IVA e informativas que deben realizar los EP, que la forma de 
presentación es electrónica por internet, mediante Un sistema de identificación, 

 
57 Véase resolución del TEAC de 26 de abril de 2022 en relación a la Sentencia del TJUE de 12 de 

junio de 2014 (en el sentido de que se considera como contraria a la libertad de establecimiento aquella 

normativa que no permita la consolidación cuando la matriz es una entidad no residente en territorio 

español). 
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autenticación y firma electrónica utilizando un certificado electrónico reconocido 
emitido de acuerdo con las condiciones que establece la Ley 6/2020, de 11 de 
noviembre, reguladora de determinados aspectos de los servicios electrónicos 
de confianza que, según la normativa vigente en cada momento, resulte 
admisible por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.  

7.2 OBLIGACIONES FORMALES DERIVADAS DE RENDIMIENTOS 
OBTENIDOS SIN ESTABLECIMIENTO PERMANENTE 

La obtención de rentas por personas físicas y entidades no residentes en 
territorio español58 constituye a los mismos en contribuyentes por el IRNR, con 
la obligación de presentar una autoliquidación del impuesto correspondiente a 
las mismas (arts. 28 LIRNR, 7 RINR, 4 Orden EHA/3316/2010, de 17 de 
diciembre, por la que se aprueban los modelos de autoliquidación 210, 211 y 
213 del Impuesto sobre la Renta de no Residentes). En el caso de rentas 
obtenidas sin EP, es necesario reiterar que, en la mayor parte de los casos, la 
exacción del tributo se realizará por medio de los retenedores, y recordemos 
que no se exigirá a los contribuyentes la presentación de declaración respecto 
de las rentas sobre las que se hubiese practicado retención o efectuado 
ingreso a cuenta, salvo desde 1 de enero de 2014 en el caso de ganancias 
patrimoniales derivadas del reembolso de participaciones en fondos de 
inversión, cuando la retención haya sido inferior a la cuota (art. 28 LIRNR). 

Por ello, el artículo 4 de la citada Orden de aprobación del modelo 210 reitera 
este mandato y establece que deben realizar la autoliquidación: 

− Los contribuyentes que obtengan rentas sujetas al Impuesto 
exceptuadas de la obligación de retener e ingresar a cuenta de acuerdo 
con el artículo 10.3 RIRNR. 

− Las personas físicas no residentes por la renta imputada de los 
bienes inmuebles a que se refieren los artículos 13.1.h) y 24.5 LIRNR. 
En este caso podrá existir un borrador de conformidad con el art. 28 bis 
LIRNR. 

− Los contribuyentes que obtengan rendimientos satisfechos por 
personas que no tengan la condición de obligado a practicar retenciones 
o ingresos a cuenta. 

− Los contribuyentes no residentes transmitentes de bienes 
inmuebles situados en territorio español. 

− Contribuyentes no residentes solicitantes de devolución por 
exceso de retención de conformidad con lo dispuesto en el art. 16 
RIRNR. 

− Responsables solidarios, autorizados para declarar e ingresar (art. 
28.2 LIRNR, 7.2 RIRNR) 

− Retenedores solicitando devolución de exceso de retención (art. 
16.3 RIRNR) 

 
58 En relación a la consideración de residencia y la delimitación de rentas no obtenidas en España 

por no residentes véase V0156-25. 
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El modelo a presentar es el citado 210, que se referirá a cualquier tipo de renta 
(rendimientos, rentas imputadas de bienes inmuebles, ganancias 
patrimoniales), pudiendo agruparse las rentas si existe identidad de algún 
parámetro de tributación (tipo de renta, pagador, tipo de gravamen o 
procedencia del mismo derecho), salvo en el caso de rentas derivadas de la 
transmisión de inmuebles, que se declararán por separado. La agrupación será 
trimestral, si se trata de autoliquidaciones con resultado a ingresar. No 
obstante, el período de agrupación será anual en el caso de rentas derivadas 
del arrendamiento o subarrendamiento de inmuebles. También será anual si se 
trata de autoliquidaciones de cuota cero o con resultado a devolver (Art. 2 
Orden EHA/3316/2010). 

El plazo de presentación será el contenido en el art. 5 Orden EHA/3316/2010, 
salvo en rentas procedentes de la transmisión o imputadas de inmuebles, los 
veinte primeros días de abril, julio, octubre y enero en relación con las rentas 
de cada trimestre si el resultado es a ingresar, del 1 al 20 de enero del año 
siguiente al del devengo en el caso de cuota cero. En el caso de 
autoliquidaciones con resultado a devolver se pueden presentar desde 1 de 
febrero del año siguiente al de devengo de las rentas declaradas y dentro del 
plazo de cuatro años contados desde el término del período de declaración e 
ingreso de la retención, ello con independencia de si deriva la devolución de 
norma interna o convenida con plazo inferior, lo que podría entenderse como 
una derogación tácita de determinados acuerdos de desarrollo de Convenios 
de Doble Imposición de difícil legalidad, pero que son a favor del contribuyente, 
por lo que no se prevé litigioso. 

En relación con el lugar y la forma de presentación del modelo, el mismo no 
está incluido entre los que regula la Orden HAP/2194/2013, de 22 de 
noviembre citada, así que dispone de norma específica, contenida en la citada 
Orden EHA/3316/2010. El lugar de presentación se establece (art. 6), 
dependiendo de los casos en la Delegación correspondiente al domicilio del 
pagador de rendimientos, del representante, responsable solidario o retenedor 
(si se solicita una devolución de exceso sobre lo realizado). En algunos casos 
se presenta ante la Delegación de Madrid (ganancias patrimoniales sin 
retenedor ni depositario o gestor de bienes), Delegación Central de Grandes 
Contribuyentes (si adscrito el representante, responsable solidario o retenedor) 
o incluso ante la Oficina Nacional de Gestión Tributaria en el procedimiento 
especial del art. 14 de la Orden y también en determinados casos de 
autoliquidación realizada por contribuyente al que se le ha asignado un código 
identificativo al cumplimentar el formulario. La forma de presentación preferente 
es ante entidades colaboradoras o por internet. 

Finalmente hay que indicar que el art. 2.7 de la Ley 26/2014, de 27 de 
noviembre añade un artículo a la LIRNR, el 28 bis que posibilita que en el caso 
de las rentas imputadas a los contribuyentes personas físicas titulares de 
bienes inmuebles urbanos situados en territorio español no afectos a 
actividades económicas (art. 13.1.h LIRNR) pueden presentar su declaración 
mediante la aceptación o modificación y aceptación del borrador facilitado por 
la Administración Tributaria. 

7.3 RETENCIÓN 
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Como se ha indicado, la retención se configura como la figura central en la 
tributación de no residentes sin EP. La lejanía del contribuyente en esta figura 
tributaria aconseja controlar la renta desde su fuente y recaudar la deuda 
tributaria al mismo tiempo que la renta que la genera es obtenida por el 
contribuyente. En el apartado 5 se ha hecho somera relación de los sujetos 
obligados a retener y de las rentas que deben ser objeto de la misma, en este 
apartado procede referirse a los modelos, plazo y forma de presentación de las 
declaraciones correspondientes. Son los siguientes: 

− Con carácter general, será utilizado el modelo 216, incluso en los 
casos en los que existe ausencia de obligación de retener, en cuyo caso, 
la declaración será negativa. Adicionalmente se debe presentar un 
modelo 296 resumen anual.59 

El modelo es aplicable tanto para la retención como para el ingreso a 
cuenta en el caso de retribuciones en especie60. Es relevante reiterar 
que el modelo también se utilizará por los obligados en los casos en los 
que no proceda practicar retención o ingreso a cuenta61. Sin embargo, 
no existirá obligación en varios casos, como rendimientos de deuda 
pública (14.1.d LIRNR), rendimientos de cuentas de no residentes, 
intereses de deuda pública, rentas exentas de IRPF percibidas por 
personas físicas, rentas de valores emitidos por personas o entidades no 
residentes, rentas exceptuadas de retención en el art. 10.3 RIRNR y 
rentas procedentes de entidades sujetas al régimen especial de 
Tenencia de Valores Extranjeros, en los casos establecidos en art. 
108.1c LIS.  

En relación con el plazo, el modelo 216 se presentará en los veinte 
primeros días naturales de los meses de abril, julio, octubre y enero, en 
relación con las cantidades retenidas y los ingresos a cuenta que 
proceda realizar correspondientes a cada trimestre. No obstante, la 
declaración e ingreso se efectuará en los veinte primeros días naturales 
de cada mes, cuando se trate de retenedores u obligados que tengan la 
consideración de grandes empresas (art. 4 Orden EHA/3290/2008). 
Respecto al modelo 296, la presentación debe realizarse en los primeros 
veinte días naturales del mes de enero de cada año (art. 11 Orden 
EHA/3290/2008). 

Finalmente, en cuanto a la forma de presentación, es aplicable la citada 
Orden HAP/2194/2013, de 22 de noviembre, que ya se ha indicado 
refiere la presentación electrónica por internet. 

− En el caso de retenciones derivadas de transmisiones y 
reembolsos de acciones y participaciones representativas de capital o 
patrimonio de Instituciones de inversión colectiva se utilizará el modelo 
117, con informativa anual modelo 18762. Se trata de uno de los modelos 

 
59 La norma que crea y regula estos modelos es la Orden EHA/3290/2008, de 6 de noviembre. 
60 En relación a las rentas en especie, hay que tener en cuenta la exención de los rendimientos del 

trabajo en especie mencionados en el apartado 3 del artículo 42 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, 

del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en línea con la citada norma. 
61 Siempre justificada la exención por norma interna o convenida con el Certificado de residencia. 

V1564-20. 
62 Regulado por la Orden HAP/1608/2014, de 4 de septiembre. 
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generales de retención, aplicable a otros tributos internos sobre la renta, 
siguiendo las formas establecidas en la citada orden HAP/2194/2013. 

− En el caso de la retención del 3% de la contraprestación 
acordada, realizada por los adquirentes de bienes inmuebles a no 
residentes sin establecimiento permanente, para practicar la retención a 
que se refiere el apartado 2 del artículo 25 LIRNR, se utilizará el modelo 
211, específico a utilizar por los adquirentes, residentes o no residentes, 
tanto personas físicas como jurídicas, de bienes inmuebles situados en 
España. Se trata de un pago a cuenta del impuesto que posteriormente 
corresponda pagar al no residente (Artículo 25.2 LIRNR, 14 RIRNR). Se 
presentará una autoliquidación por cada inmueble adquirido, ante la 
Delegación o Administración de la AEAT en cuyo ámbito territorial esté 
situado el inmueble. El plazo de presentación es de un mes desde la 
transmisión, sin perjuicio de que el adquirente debe realizar declaración 
e ingreso en los tres meses posteriores. 

En el caso de que la transmisión de inmuebles la realice una Entidad en 
Régimen de Atribución de Rentas con miembros no residentes, el 
adquirente realizará la retención solo por la parte que corresponda al 
miembro de la misma no residente, de conformidad con lo dispuesto en 
el art. 36.3 LIRNR. 

− Finalmente, aunque se trate de rentas exentas según indica el art. 
14.1.f), en el caso de los rendimientos de las cuentas de no residentes, 
salvo que el pago se realice a un EP situado en territorio español, 
satisfechos por el Banco de España, o por las entidades registradas a 
que se refiere la normativa de transacciones económicas con el exterior, 
deberán declarar la información en un modelo especial, el 291. Este 
modelo se presenta por las entidades financieras citadas que tengan 
abiertas cuentas de no residentes cuyos titulares sean contribuyentes, 
sin establecimiento permanente, por el IRNR. Facilita información sobre 
los titulares de acuerdo con el artículo 37 RGAT y sobre los rendimientos 
satisfechos. Se presenta entre el 1 y el 31 de enero del año siguiente al 
del pago de los rendimientos en la Delegación o Administración 
correspondiente al domicilio del declarante. 

7.4 PROCEDIMIENTOS COLECTIVOS DE RETENCIÓN 

En determinados casos para facilitar operaciones y reducir cargas 
administrativas, se han validado determinados procedimientos en los que una 
entidad intermedia realiza retenciones o acredita la condición de no residentes 
de las personas o entidades con las que se relaciona. Son los siguientes: 

7.4.1 Rendimientos, intereses y dividendos derivados de valores negociables 

La mecánica de retención se complica en materia de rendimientos derivados de 
valores negociables ya que, por término general, existe un intermediario 
depositario de los valores o encargado de la gestión de los mismos, 
desconociendo el pagador la cuantía exacta a retener para cada receptor de 
los rendimientos.  

En el caso de rendimientos obtenidos sin mediación de Establecimiento 
Permanente, de conformidad con las disposiciones de la Orden de 13 de abril 
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de 200063, las Entidades Emisoras deben transferir las cantidades que 
procedan como intereses o dividendos en la fecha de su vencimiento con las 
retenciones que procedan en función de lo dispuesto en las leyes de IRPF y 
sobre Sociedades. Las Entidades Financieras depositarias de los valores 
deberán comunicar a las entidades emisoras, antes del día 10 del mes 
siguiente a aquel en el que venza el cupón o se distribuya el dividendo, listado 
por valor/emisión y fecha de vencimiento/distribución de los contribuyentes por 
IRNR y ajustar lo retenido con la Entidad Emisora.  

El procedimiento para rendimientos obtenidos por los Establecimientos 
Permanentes, contenido en la Orden de 22 de diciembre de 1999, es igual que 
para otras entidades sometidas al Impuesto sobre Sociedades y similar al que 
se ha indicado, pero sin los ajustes derivados de la diferente tributación que 
puede deberse a la residencia de los receptores finales. 

7.4.2 Entidades autorizadas para la gestión colectiva de derechos de la 
propiedad intelectual 

Con la finalidad de facilitar la gestión y reparto de las retribuciones obtenidas 
como consecuencia de derechos de propiedad intelectual, el artículo 18 Orden 
EHA/3290/2008, de 6 de noviembre, por la que se aprueba el modelo 216 y el 
modelo 296 establece un régimen especial de retención en el que las entidades  
autorizadas para ejercer la gestión colectiva de derechos de la propiedad 
intelectual residentes y no residentes comunican listas de residentes y no 
residentes y remiten pagos de los derechos gestionados con la retención que 
proceda, siendo depositarias de la lista remitida por la organización contraparte 
y del certificado de residencia fiscal de la misma.  

7.4.3 Comercialización transfronteriza de acciones o participaciones de 
Instituciones de Inversión Colectiva españolas 

En este caso, la regulación está contenida en la Disposición Adicional Única 
RIRNR, Orden EHA/1674/2006, de 24 de mayo y el artículo 19 Orden 
EHA/3290/2008, de 6 de noviembre. El funcionamiento supone que Entidades 
intermediarias residentes en el extranjero, comercializadoras de acciones o 
participaciones en Instituciones de Inversión Colectiva Españolas, deben remitir 
los listados con la información necesaria para la realización de la correcta 
retención. 

7.5 GRAVAMEN ESPECIAL SOBRE BIENES INMUEBLES DE ENTIDADES 
NO RESIDENTES 

El citado tributo, al que se ha hecho referencia en el capítulo correspondiente, 
grava a las entidades residentes64 en un país o territorio que tenga la 
consideración de paraíso fiscal que sean propietarias o posean en España 
bienes inmuebles con un 3% del valor catastral de los mismos. Se devenga el 

 
63 Por la que se establece el procedimiento para hacer efectiva la práctica de retención al tipo que 

corresponda en cada caso, o la exclusión de retención, sobre los intereses y los dividendos obtenidos sin 

mediación de establecimiento permanente por contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no 

Residentes derivados de la emisión de valores negociables, a excepción de los intereses derivados de 

determinados valores de la Deuda Pública. 
64 Está regulado en arts. 40-45 LIRNR y 20 RINR. No afecta a Estados, Instituciones públicas 

extranjeras y organismos internacionales, Entidades que desarrollen explotaciones económicas distintas 

de la simple tenencia o arrendamiento de inmuebles y Sociedades que coticen en mercados secundarios de 

valores oficialmente reconocidos. 
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31 de diciembre de cada año y deberá ingresarse en el mes de enero siguiente. 
El modelo específico es el 213 que se presentará si es a ingresar en las 
Entidades Colaboradoras o si es de cuota cero en la Delegación de localización 
de los inmuebles. 

7.6 OBLIGACIONES FORMALES DE ENTIDADES EN RÉGIMEN DE 
ATRIBUCIÓN DE RENTAS (ERAR) 

Este tipo de obligados tributarios, a los que se refiere el art. 35.4 LGT como 
herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes 
de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio 
separado susceptibles de imposición, no son consideradas contribuyentes de 
IRPF65 ni de IS en la normativa interna, pero en el caso de la imposición sobre 
no residentes se establece como sujeto pasivo a las Entidades de este tipo 
constituidas en el extranjero “con presencia en territorio español”, es decir, que 
realicen una actividad económica que implique una presencia física o utilice un 
agente dependiente, de forma muy parecida a la que delimita la presencia de 
un EP (art. 38 LIRNR). Adicionalmente, las ERAR constituidas en España 
también están sometidas a obligaciones de carácter formal. 

7.6.1 ERAR constituidas en España 

En el caso de este tipo de entidades que tengan entre sus miembros, 
coherederos, cotitulares o partícipes personas no residentes, si realizan 
actividades económicas los miembros no residentes serán considerados EP y 
estarán sometidos a las obligaciones formales correspondientes a esta figura, a 
las que se ha hecho referencia. Es relevante indicar que es una configuración 
independiente del propio concepto de EP, puede existir esa consideración 
incluso procedente de agrupaciones de personas físicas, como refieren las 
consulta V3494-15 o V2754-16. 

Si estas entidades no realizan actividad económica, los miembros no 
residentes serán considerados contribuyentes sin EP y sometidos a las 
obligaciones formales correspondientes. En este caso, el TEAC ha considerado 
actividad económica sin EP arrendamientos, procediendo la aplicación de los 
párrafos 2 y 4 del artículo 2466. Adicionalmente, se establece una obligación 
formal especial para este tipo de entidades, que las convierte en retenedoras 
de la diferencia entre lo retenido a la entidad (y por transparencia, a sus 
miembros) y lo que corresponda retener por IRNR, debiendo utilizar los 
modelos correspondientes indicados para la retención67. 

7.6.2 ERAR constituidas en el extranjero 

En este caso, la LIRNR establece una diferencia entre las entidades sin o con 
presencia en territorio español como se ha indicado. Las segundas se asimilan 
a los EP en cuanto a los miembros no residentes, dictando el art. 38 normas 
especiales en relación con la tributación de las rentas así obtenidas, 
sometiendo a estas entidades a las obligaciones formales de los EP, así que 

 
65 Véase artículo 8.3 Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 

Residentes y sobre el Patrimonio (LIRPF). 
66 TEAC 25 enero 2022. 
67 En este sentido y para una operación de arrendamiento realizada por comunidad de bienes, véase 

V0221-21 
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deberán presentar modelo 200 en las condiciones y plazos referidos con 
anterioridad. Respecto de las primeras (sin presencia) que obtengan rentas en 
territorio español, se entenderá que sus miembros no residentes las han 
obtenido sin EP y serán retenidas y tributarán de conformidad con esta 
situación. 

7.7 GRAVAMEN ESPECIAL PREMIOS DE DETERMINADAS LOTERÍAS Y 
APUESTAS 

De conformidad con la Disposición Adicional 5ª LIRNR están sujetos al IRNR 
determinados premios68 obtenidos por sujetos no residentes. Es importante 
destacar que el premio estará sometido a retención con independencia de que 
medie Convenio de Doble Imposición con declaración de exención. El 
porcentaje de retención es del 20% y se utilizará el modelo 230, presentado 
telemáticamente con las mismas formalidades que el 200 a las que se ha 
hecho referencia. En relación con el plazo de presentación, será los veinte 
primeros días naturales de cada mes en relación con las cantidades y los 
ingresos a cuenta que correspondan a premios pagados el mes inmediato 
anterior, excepto en la autoliquidación e ingreso correspondiente al mes de 
julio, que se presentará durante el mes de agosto y los veinte primeros días 
naturales del mes de septiembre inmediatamente posterior. 

En el caso de que no se produzca retención o esta sea por cuantía inferior a la 
tributación que corresponda, deberán presentar declaración los contribuyentes 
utilizando el modelo 136.69 En el caso de que la retención fuera superior a la 
que correspondiera según Convenio de Doble Imposición, se podrá obtener la 
devolución utilizando el modelo 210 en los plazos y forma ya indicados. 
 

8. REGÍMENES OPCIONALES EN EL CASO DE CAMBIO DE RESIDENCIA 

Para los casos en los que se produce o se va a producir un cambio de 
residencia tanto desde España al extranjero como desde el extranjero a 
España existen disposiciones normativas diseñadas para facilitar esta 
transición. En principio, en el caso de personas físicas, tanto la LIRNR (art. 52) 
como la LIRPF (art. 99.8. 1º) admiten como propias en caso de cambio de 
residencia, las retenciones e ingresos a cuenta, realizados en el periodo 
impositivo en el que se produce el cambio de residencia originariamente para el 
otro tributo. Opcionalmente, existen otras posibilidades en estos casos: 

− En el caso de trabajadores por cuenta ajena, cuando existan 
datos objetivos que hacen previsible que se vaya a adquirir la condición 
de residente, puede presentarse optativamente un modelo 14770 de 
comunicación de esta circunstancia para la obtención de un documento 
de la AEAT dirigido a su pagador de rendimientos en el que se autoriza 
a retener en concepto de IRPF en lugar de IRNR (LIRPF art. 99.8. 2º). 
Se presenta en la Delegación o Administración del domicilio si se 
tuviere, el del centro de trabajo o el del pagador y debe presentarse 

 
68 Loterías del Estado, Comunidades Autónomas, Organización Nacional de Ciegos Españoles y 

Cruz Roja Española según DA33ª LIRPF. También se establecen unas cuantías mínimas y normas de 

establecimiento de la Base Imponible. 
69 Art. 6 Orden HAP/70/2013, de 30 de enero. 
70 Regulado en la Orden HAC/117/2003, de 31 de enero. 
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dentro de los 30 días anteriores a la fecha y hasta los 183 días 
siguientes a ese momento. 

− De manera similar, existe la posibilidad (art. 32 LIRNR, 17 RIRNR) 
de solicitar mediante el modelo 247 ser considerado no residente a 
efecto de retenciones cuando sea previsible la pérdida de residencia. Se 
presenta en la Delegación o Administración de domicilio desde los 30 
días anteriores a la salida. El documento que entregue la AEAT extiende 
sus efectos a dos años máximo (art. 17.2 RIRNR), debiendo en 
cualquier caso acreditarse la residencia obtenida. Es relevante que se 
acredite la no residencia 183 días del año natural del desplazamiento, 
atendiendo a los criterios legales y se descarte la ausencia esporádica71. 

− En el caso de trabajadores por cuenta ajena trasladados a 
España, con independencia de lo indicado anteriormente, podrán optar 
por tributar por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes, 
manteniendo la condición de contribuyentes por el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, durante el período impositivo en que se 
efectúe el cambio de residencia y durante los cinco períodos impositivos 
siguientes. Todo ello siempre que se cumplan las condiciones 
establecidas en el art. 93 LIRPF,72 fundamentalmente el desplazamiento 
a territorio español de no residentes por los diez periodos impositivos 
anteriores a consecuencia de contrato de trabajo73 o adquisición de la 
condición de Administrador de una entidad, obteniendo rentas no 
consideradas como obtenidas mediante EP. En cualquier caso, y 
ciñéndonos fundamentalmente a las obligaciones formales de este 
régimen, hay que indicar que puede implicar la presentación de dos 
modelos: en primer lugar, el modelo 149 en relación con la opción, 
renuncia o exclusión al/del régimen especial y en segundo lugar el 
modelo 15174 en cuanto a la declaración de la renta obtenida, siendo 
una declaración de IRPF especial realizada de acuerdo con la normativa 
IRNR con ciertas especialidades contenidas en el artículo 93 citado. El 
ejercicio de la opción puede producirse en el plazo de seis meses desde 
el inicio de actividad y la renuncia durante los meses de noviembre y 
diciembre del año anterior al que se pretende surta efectos la misma. 

− Aun no siendo un cambio de residencia en sí mismo, conviene 
también hacer referencia somera a las obligaciones formales y 
posibilidades establecidas para los residentes en otro país de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo con intercambio efectivo de 
información, de conformidad con lo dispuesto en el art. 46 LIRNR. Se 
trata de sujetos no residentes con obtención y tributación de un 75% del 

 
71 V2619-14 
72 Existen importantes diferencias entre el régimen establecido para los desplazados antes de 1 de 

enero de 2015 y los que lo hacen con posterioridad. 

Desarrollado en arts. 113 a 120 Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, por el que se aprueba el 

Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y se modifica el Reglamento de Planes y 

Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero. 
73 Excluida la relación laboral especial de los deportistas profesionales regulada por el Real Decreto 

1006/1985, de 26 de junio. 
74 Sería modelo 150 para opciones anteriores a 1 de enero de 2015. Del modelo 151 hay dos tipos, 

según sean ejercicios anteriores a 2023 o no. Orden HFP/1338/2023, de 13 de diciembre 
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total de su renta en España, siempre que no supere el 90% del mínimo 
personal y familiar que les hubiera correspondido de acuerdo con sus 
circunstancias de ser residente en España. El procedimiento se basa en 
el cálculo de un tipo medio de tributación teórico que se hubiera obtenido 
de haber sido residente en España acumulando toda la renta obtenida, y 
se aplica sobre la renta obtenida en España.  

Es preciso comunicar esta opción, sin perjuicio de que este régimen no 
convierte a los obligados en residentes ni en contribuyentes de IRPF. 
Esa comunicación, se realiza de conformidad con el modelo 226 
aprobado por la Orden HAP/2474/2015, de 19 de noviembre. Con 
carácter general, el plazo de presentación del modelo de solicitud será 
de cuatro años contados a partir del 2 de mayo o inmediato hábil 
posterior del año natural siguiente correspondiente al fin del período 
impositivo respecto del cual se solicita la aplicación del régimen 
opcional. Los contribuyentes que hayan obtenido rentas mediante 
establecimiento permanente disponen de un plazo de cuatro años 
contados a partir del fin del plazo de presentación de sus declaraciones 
por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes.75 

 

9. OBLIGACIONES DOCUMENTALES Y CONTABLES 

La relación jurídico-tributaria derivada de la regulación de la imposición sobre la 
renta de no residentes establece para los obligados tributarios también 
obligaciones de carácter documental o contable; de forma sumaria las más 
destacadas son las siguientes: 

9.1 OBLIGACIONES CONTABLES ACTIVIDADES ECONÓMICAS 

En el caso de actividades económicas que sean constitutivas de EP, las 
obligaciones contables, de la misma manera que se ha indicado para el resto 
de las obligaciones formales, son las mismas que para el resto de las entidades 
sometidas el Impuesto Sobre Sociedades, debiendo llevar contabilidad 
separada, tanto de operaciones como de elementos patrimoniales afectos. A 
estos efectos sería aplicable lo dispuesto en el artículo 25 del Código de 
Comercio de 22 de agosto de 1885, que indica que todo empresario deberá 
llevar una contabilidad ordenada, adecuada a la actividad de su empresa que 
permita un seguimiento cronológico de todas sus operaciones. La contabilidad 
deberá ser llevada conforme al Plan General Contable español e incluirá 
balance, cuenta de pérdidas y ganancias y memoria y debe reflejar la imagen 
fiel del mismo. Los EP a efectos de IRNR, si no son constituidos e inscritos 
como filial o sucursal76, no están sometidos a legalización de libros o depósito 
de cuentas, que en el caso de las sucursales de entidades extranjeras afecta a 
las cuentas de la entidad no residente o, en su caso, las consolidadas77. Por 
ello hay que indicar que la contabilidad del EP tiene un interés mayormente 
fiscal, habida cuenta de que no existen accionistas u obligacionistas que 
defender con la publicidad en el Registro, debiéndose buscar la solvencia de la 
inversión o la seguridad de la relación comercial en la entidad no residente que 

 
75 Está regulado también en arts. 21-24 RIRNR. 
76 Véase artículos 295-309bis Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el 

Reglamento del Registro Mercantil. 
77 Arts. 375-376 Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del 

Registro Mercantil 
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genera el EP. Sin embargo, existen algunas prevenciones que afectan a las 
obligaciones contables de los EP: 

− En relación con los elementos patrimoniales afectos al EP, sólo 
podrán ser considerados elementos patrimoniales afectos si el EP es 
sucursal registrada y se reflejan en los estados contables del mismo (art. 
16.1 LIRNR y art. 1 RIRNR).  

− Asimismo, en relación con los gastos de dirección y generales de 
administración, el art. 18.1.b) LIRNR exige formalidades especiales: 
reflejo en los estados contables, memoria informativa a adjuntar con la 
declaración de renta (modelo 200) y racionalidad y continuidad de 
criterios. 

− Por otra parte, resulta obvio señalar que estarán sometidos a 
todas las obligaciones formales derivadas de las relaciones vinculadas 
que tengan, por lo tanto, es aplicable todo lo indicado en art. 18.3 LIS y 
Arts. 18-20 RIS. 

Si las actividades económicas se realizan sin EP no es necesario ningún 
registro contable, salvo que se deduzcan gastos de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 24.2, supuesto en el que el artículo 6 RIRNR exige 
libros registros de ingresos y gastos. Tras la reforma operada que establece 
especial régimen de deducción de gastos para residentes en otro Estado 
Miembro de la Unión Europea (art, 24.6 LIRNR) parece razonable que quien 
pretenda la deducción de gastos lleve un control suficiente para la justificación 
de los mismos, aunque no tenga reflejo normativo expreso. 

9.2 CERTIFICADOS DE RESIDENCIA 

Como no podía ser de otra manera, los tratados y convenios españoles se 
aplican con prelación sobre la norma interna. Los tratados de doble imposición 
afectarán a los EP en cuanto son la regulación básica que determina su 
existencia y posible tributación, pero no se establece límite a la tributación de 
sus rendimientos en cuanto les sean atribuibles. Sin embargo, en el caso de 
rentas obtenidas sin EP pueden existir esos límites que deben aplicarse o no 
en función de la residencia de los obligados tributarios. Por ello, la acreditación 
de la residencia fiscal cobra excepcional importancia y la tratamos a 
continuación, haciendo mención a los certificados de residencia como 
documento acreditativo válido para obtener los beneficios de un Convenio de 
Doble Imposición, siendo necesario en todo caso que sean documentos 
fiscales, no siendo válidos certificados de otro tipo. 

9.2.1 Certificados de Administraciones extranjeras 

Se trata del documento esencial en la exacción del IRNR toda vez que puede 
justificar una exención o un tipo reducido sobre el general establecido en la 
IRNR. El art. 17 de la Orden EHA/3290/2008, de 6 de noviembre, por la que se 
aprueban el modelo 216 y el modelo 296 sobre retenciones e ingresos a cuenta 
establece la obligación del retenedor de conservar la documentación que 
justifique las retenciones practicadas, fundamentalmente el citado certificado, 
tanto en las exenciones reguladas por la normativa interna, como las 
convenidas con otras jurisdicciones. Por su parte, el art. 7 Orden 
EHA/3316/2010, de 17 de diciembre, referido al modelo 210 de declaración de 
rentas obtenidas sin EP establece obligación de aportación del citado 
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certificado, salvo en el caso de presentación por responsables solidarios que 
sean depositarios de valores, que los deberán conservar como los retenedores. 

En cuanto a los efectos del certificado de otras administraciones tributarias, la 
sentencia del Tribunal Supremo de 12 de junio de 2023 establece como criterio 
general que no pueden los órganos administrativos o judiciales nacionales 
enjuiciar las circunstancias en las que se ha expedido un certificado de 
residencia fiscal por otro Estado, ni, en consecuencia, prescindir del contenido. 
Todo ello sin que se pueda generar un conflicto de doble residencia si se dan 
las circunstancias, pero sin atacar la validez del certificado de otra jurisdicción. 

Lo relevante es que tal certificado debe ser expedido por autoridad tributaria 
competente y expresar su aplicabilidad a los efectos del convenio y expresión 
del sometimiento a tributación de toda la renta de la persona física o jurídica, 
excluyendo residentes con regímenes especiales que limitan la renta gravada, 
certificados de residencia sin inclusión de estas situaciones pueden no ser 
prueba suficiente para aplicación de CDI78. Por ello, también determinados 
tipos de sociedades, contribuyentes o agrupaciones de ellos pueden estar 
excluidos de la aplicación del convenio, aun mediando un certificado de 
residencia79. 

Salvo en el caso de órdenes de desarrollo de convenios,80 no existe una 
formalidad general establecida, así que cada administración fiscal aprueba sus 
modelos y es dificultoso para el retenedor algunas veces la acreditación de la 
corrección de la documentación entregada. La obligación general establecida 
en art. 7.1 RIRNR puede estar cumplida con formulario acordado en las 
Ordenes de desarrollo de los Convenios citadas o mediante documento 
expedido por autoridad competente (cuyo aspecto y requisitos puede 
razonablemente ignorarse por el retenedor e incluso por la Administración 
Tributaria), con una validez de un año según el citado artículo 17, que la 
consulta de la Dirección General de Tributos V0790-14 indica que puede ser 
con referencia a un año concreto, no a partir de la fecha de firma. El art. 7 
Orden EHA/3316/2010 indica que tendrán validez indefinida los certificados 
referidos a entidades estatales. 

En buena lógica, si el documento que se aporta no está otorgado en España, o 
en país con el que exista Convenio, Tratado o Acuerdo que exima de legalizar 
los documentos en un procedimiento administrativo en España, dicho 
documento debería presentarse ante la Administración Apostillado o Legalizado 
por vía diplomática, en función de si el citado país es o no parte en el Convenio 
de la Haya, de 5 de octubre de 1961. Dicha formalidad no parece aplicable a un 
retenedor, así que en los casos más alejados de la práctica puede suscitarse 
dudas sobre la validez de los documentos certificativos de residencia 
aportados. Adicionalmente, existen determinados casos en los que es posible 
una certificación a través de entidades diferentes de las Administraciones 
competentes, como en el caso referido en el art. 7 Orden EHA/3316/2010, en 

 
78 Como es el caso de los “residentes no habituales” de Portugal (TEAC 24 de junio de 2024) 
79 Como ejemplo de ERAR excluido de ser considerado por sí mismo para aplicación del CDI, véase 

V1826-24 
80 Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, Países Bajos, Reino Unido y Suecia. Lo cierto es que la 

vigencia de alguna de estas normas no está muy clara toda vez que los Convenios han sido renegociados y 

que las Administraciones en algunos casos han tomado medidas unilaterales para establecer sus 

certificados de residencia. 
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relación con las exenciones previstas en el artículo 14.1.k) y 14.1.l) LIRNR en 
los que puede certificar la residencia el representante de un Fondo de 
Pensiones y de una Institución de Inversión Colectiva, así como las 
certificaciones en los procesos de retención colectiva a los que nos hemos 
referido con anterioridad. 

En cualquier caso, como indica el TEAC en resolución de 23 de febrero de 
2023, la acreditación de la residencia se realiza con una flexibilidad 
condicionada, pero siempre con primacía del certificado de residencia, como 
indica el citado Artículo 7 Orden EHA 3316/2010, y con referencia a la 
residencia a efectos de convenio. 

Sin embargo, en algún caso particular, el Convenio de doble imposición puede 
establecer un documento que, no siendo Certificado de retención, certifica el 
pago de un tributo y habilita para la aplicación de medias de evitación de doble 
imposición, como es el caso del artículo 23.2.c) del Convenio entre el Reino de 
España y el Estado de Kuwait para evitar la doble imposición y prevenir la 
evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio, 
hecho en Kuwait el 26 de mayo de 2008.81 

9.3 CERTIFICADOS DE RESIDENCIA EXPEDIDOS POR LA 
ADMINISTRACIÓN ESPAÑOLA 

En el caso español, los certificados de residencia en España expedidos por la 
Agencia Tributaria española se utilizarán cuando se deba acreditar la 
residencia fiscal en España ante Administraciones Tributarias de otros países o 
territorios, ante pagadores u otros operadores económicos en el exterior o en el 
caso de transmisión de un inmueble sito en España para evitar retención sobre 
la contraprestación. Se solicitan con un modelo 01(telemática o 
presencialmente)82, existiendo dos modelos disponibles como anexos IV y V de 
la Orden EHA/3316/2010, referidos uno a la residencia en España y otro a la 
residencia según convenio83. Con independencia del contenido previsto en 
estos anexos, puede solicitarse otro adicional, como el referido a la Directiva 
2003/48/CE del Consejo, de 3 de junio, en materia de fiscalidad de los 
rendimientos del ahorro o a cualquier otra especificación solicitada por 
Convenio. 

9.3.1 Certificado digital de residencia 

Con entrada en vigor el 1 de enero de 2030, la directiva La Directiva (UE) 
2025/50 del Consejo, de 10 de diciembre de 2024, relativa a un ajuste de las 
retenciones en origen practicadas en exceso más rápido y seguro84, tiene como 
finalidad principal facilitar la devolución de retenciones excesivas en origen en 
el caso de dividendos (o intereses en algunos casos) a inversores no 
residentes por acciones o bonos cotizados. Como un elemente principal para 
facilitar las devoluciones rápidas y correctas se crea, en su artículo 4, el 
denominado Certificado digital de residencia fiscal (CDRF), con un contenido y 
características armonizas para todos los Estados Miembros.  

 
81 España eliminará la doble imposición que en su caso le correspondiera por el pago del Zakat si se 

presenta un certificado que pruebe el pago, emitido por el Ministerio de Hacienda de Kuwait. 
82 Existe un derecho a exigirlos (Art. 2.5 RGAT) y se regulan con carácter general en arts. 70-76 

RGAT y en la Orden EHA/3316/2010. 
83 Existe un tercer modelo sobre Fondos de Pensiones. 
84 Conocida como  FASTER (Faster and Safer Relief of Excess Withholding Taxes), 
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El citado artículo 4 establece un plazo de catorce días naturales para la 
expedición desde la solicitud y parece posibilitar que este certificado pueda 
utilizarse con otras finalidades diferentes de las propias de la Directiva, al 
posibilitar en el apartado 2.h) la inclusión en el mismo de otra información 
necesaria para demostrar la residencia en la medida en que no se utilice para 
ajustar una retención en origen.  

9.4 DECLARACIONES PERSONALES DE RESIDENCIA 

En determinados casos, la normativa permite la acreditación de la residencia 
por la declaración responsable del obligado, sin necesidad de certificado, son 
los siguientes: 

− Cuentas Corrientes de no residentes. De conformidad con el Art. 
28.7 RGAT las personas físicas o entidades que acrediten su condición 
de no residentes no están sometidas a la obligación formal de facilitar 
NIF en relación con las citadas cuentas. La acreditación se realiza de 
conformidad con lo indicado en la Disposición Adicional 2ª de la Orden 
EHA/3202/2008, de 31 de octubre, por la que se aprueba el modelo 
29185, que es la declaración informativa de cuentas de no residentes. 
Existe un modelo de declaración (anexo III de esta Orden, modificado a 
partir de 1 de enero de 2015) a presentar en la Entidad Financiera en el 
plazo de un mes desde la apertura de la cuenta. La declaración tiene 
una doble finalidad: se obliga a declarar la no residencia tanto para la 
apertura de la cuenta como para que se pueda aplicar la exención 
citada. Tiene un plazo de validez indefinida, salvo modificación de las 
circunstancias (era dos meses antes de 1 de enero de 2015). En este 
caso, la participación de las Entidades Financieras es importante, son 
custodios de esta declaración y deben presentar el citado modelo 291 
entre el 1 y el 31 de enero de cada año, en relación con la información 
que corresponda al año natural inmediato anterior (art. 4 de la citada 
Orden), exclusivamente de forma telemática. 

− Operaciones válidas sin aportación de NIF.  Desde 1 de enero de 
2015, tras la modificación de la Orden EHA/3496/2011, de 15 de 
diciembre, el modelo de declaración del obligado tributario exento de 
aportación de NIF es el mismo que el indicado en el apartado anterior, 
en el que el obligado deberá seleccionar las operaciones válidas a las 
que se refiere, que ya han sido referidas en el apartado 2.2.5 del 
presente capítulo, contenidas en los artículos 28.2 (cambios de moneda 
y cheques de viaje por importe inferior a 3.000 euros), 28.7 (los citados 
rendimientos de cuenta de no residente) y 28.8 (sustitución en tenedores 
o tomadores de cheques del NIF por el número de pasaporte o de 
identificación de otro país) del RGAT. 

 

10. DEVOLUCIONES 

Como consecuencia de la las exenciones o menores tipos impositivos 
aplicables a no residentes mediando convenio de doble imposición, la 
necesidad de que los retenedores conozcan y acepten la residencia de las 
personas a las que pagan rendimientos sometidos a retención y la propia 

 
85 Modificada en esta materia por Orden HAP/2487/2014, de 29 de diciembre. 
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mecánica del sistema de retención diseñado, que implica la aplicación los tipos 
impositivos a cantidades brutas, sin deducción de determinados gastos a los 
que se ha hecho referencia en el apartado 5.2 del presente capítulo, la 
institución de la devolución tributaria cobra especial relevancia en esta figura 
impositiva. 

Podemos hablar de una devolución de régimen general, producida como 
consecuencia de un procedimiento de devolución de ingresos indebidos (art. 32 
LGT), como consecuencia de excesos en la retención o en la declaración del 
impuesto y de una devolución específica regulada en el art. 16 RIRNR.86 En 
síntesis, tanto contribuyentes como responsables solidarios y retenedores 
pueden solicitar la devolución del exceso de retención, que en el caso de que 
sea como consecuencia de la aplicación de CDI será en el plazo de cuatro 
años desde la fecha del ingreso o del fin del período de declaración e ingreso 
de la retención. Se trata por tanto de una devolución que se refiere únicamente 
a retenciones y que, en este precepto reglamentario, sólo indica un plazo en 
cuanto a devoluciones debidas a la existencia de CDI. Por lo tanto, se entiende 
que el resto seguirá el plazo general, que es el mismo de cuatro años. El 
problema podría estribar en que algunos CDI establecen plazos menores y 
formalidades especiales, lo que ya la jurisprudencia había considerado 
discriminatorio al establecer peor condición a los protegidos por CDI que a los 
no protegidos y, en cualquier caso, para los residentes en otro Estado Miembro 
de la UE. 

La devolución se solicita mediante el modelo 210, en el plazo de cuatro años 
desde el término del periodo de declaración e ingreso de la retención, aplicable 
en todos los casos de devolución. Adicionalmente se indica que sólo puede 
presentarse a partir del 1 de febrero del año siguiente al de devengo, con la 
finalidad de que la Administración disponga de la información derivada de la 
declaración informativa de retenciones anual (art. 5 Orden núm. 
EHA/3316/2010, de 17 de diciembre). Se trata de un caso con ciertas dudas de 
legalidad, habida cuenta de que comienza el plazo de prescripción, la retención 
excesiva ya ha sido realizada y no se puede presentar declaración de solicitud 
de devolución. En cualquier caso, amplía el plazo de prescripción a cuatro años 
desde el 1 de febrero del año siguiente, como indica el TEAC en resolución de 
21 de octubre de 2024. 

La devolución se realiza generalmente por transferencia a cuenta bancaria que 
puede ser en el exterior si el receptor es el contribuyente no residente. En la 
solicitud debe justificarse la identificación y titularidad de la cuenta y si es de 
representante legal, la condición del mismo, en ese sentido también se aplica el 
132.1 RGAT. 

En relación con la devolución de excesos de retención sobre los dividendos de 
acciones cotizadas y, cuando proceda, sobre los intereses de bonos cotizados 
abonados a los titulares formales que tengan su residencia fiscal fuera de 
España, a partir de 2030 será aplicable lo dispuesto en la Directiva 2025/50 y 
en su normativa de trasposición y desarrollo.  

 

 
86 Y en algunos casos en los CDI. 
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11. OTROS CUESTIONES FORMALES EN MATERIA DE FISCALIDAD 
INTERNACIONAL 

11.1 GESTIÓN RECAUDATORIA DE NO RESIDENTES 

De la misma manera que se establecen prevenciones en cuanto a las personas 
obligadas a realizar declaración o retención sobre las rentas de un 
contribuyente no residente, también existen especialidades en cuanto al cobro 
de las deudas, dada la ausencia probable de presencia económica en España 
que pudiera facilitar la notificación de deudas o actuaciones o, en su caso, un 
cobro forzoso.  

En el ámbito de la Unión Europea el instrumento fundamental de cobro está 
constituido por la Directiva 2010/24/UE del Consejo de 16 de marzo de 2010 
sobre la asistencia mutua en materia de cobro de los créditos correspondientes 
a determinados impuestos, derechos y otras medidas, así como por su 
normativa de desarrollo. De forma resumida, afecta a todo tipo de impuestos 
recaudados por un Estado Miembro o sus divisiones territoriales y tasas sobre 
documentos relativos a los citados impuestos. Se manifiesta en dos posibles 
actuaciones: peticiones de notificación y de cobro, acompañadas ambas de un 
documento uniforme. Asimismo, pueden realizarse actuaciones cautelares 
sobre el patrimonio del obligado tributario. La prescripción de acciones será la 
que corresponda al Estado requirente y existe una cláusula de salvaguardia de 
la actuación de la Administración requerida que retiene las actuaciones en 
tanto se impugne la actuación de la Administración requerida. 

Adicionalmente, existe otra posibilidad de asistencia mutua en materia de 
recaudación, en el caso de países con los que se ha firmado un Convenio de 
Doble Imposición que incorpore esa posibilidad, a la que se refiere el artículo 
27 del Modelo de Convenio Tributario sobre la Renta y sobre el Patrimonio de 
la OCDE. 

11.2 IMPUESTO SOBRE PATRIMONIO 

Este tributo mantiene la antigua diferenciación entre contribuyente por 
obligación personal y contribuyente por obligación real. Este último será 
cualquier persona física no residente de conformidad  con los criterios 
establecidos en LIRPF por los bienes y derechos de que sea titular cuando los 
mismos estuvieran situados, pudieran ejercitarse o hubieran de cumplirse en 
territorio español (art. 5.Uno.b) Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre 
el Patrimonio), incluidas las personas que hayan adquirido su residencia fiscal 
en España y que, al amparo de lo previsto en la Ley del IRPF, hayan optado 
por tributar por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes. La principal 
obligación formales que comporta es la presentación anual de declaración, en 
el caso de superar el patrimonio establecido en la citada norma, modelo 714 en 
el plazo establecido para la declaración IRPF, realizada de manera telemática 
de forma obligatoria para todos los contribuyentes del Impuesto. 

11.3 SUCESIONES Y DONACIONES 

De la misma manera que en el caso anterior, el Impuesto sobre sucesiones y 
donaciones se exige por obligación real a personas físicas no residentes por la 
adquisición de bienes y derechos, cualquiera que sea su naturaleza, que 
estuvieran situados, pudieran ejercitarse o hubieran de cumplirse en territorio 
español, así como por la percepción de cantidades derivadas de contratos de 
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seguros sobre la vida cuando el contrato haya sido realizado con entidades 
aseguradoras españolas o se haya celebrado en España con entidades 
extranjeras que operen en ella (art. 7 Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones). Se trata de un impuesto cedido a 
las Comunidades Autónomas, que pueden establecer condiciones de exacción 
y obligaciones formales, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 22/2009, de 
18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las 
Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía, pero en el caso de la obligación real de contribución, las tarifas son 
las señaladas en la citada ley. En los seis meses siguientes al fallecimiento o 
desde aquel en que adquiera firmeza la declaración de fallecimiento que da 
lugar a la sucesión deberá presentarse un modelo 65087 a remitir 
telemáticamente o por correo con la documentación correspondiente a la 
Oficina Nacional de Gestión Tributaria. En el caso de los actos inter vivos el 
modelo a remitir es el 651, a remitir en 30 días hábiles desde el siguiente al 
acto o contrato88 presentado del mismo modo. Existe la posibilidad de solicitar 
una prórroga para la presentación en los casos establecidos 
reglamentariamente. Los nacionales de los Estados Miembros de la UE, tras 
sentencia de 3 de septiembre de 2014 reciben un trato similar al de los 
nacionales en relación con la normativa de las Comunidades Autónomas, de 
conformidad con la Disposición Adicional segunda de la citada Ley 29/1987. 

11.4 OBLIGACIONES DERIVADAS DEL ACUERDO FATCA 

En cumplimiento del Acuerdo entre el Reino de España y los Estados Unidos 
de América para la mejora del cumplimiento fiscal internacional y la 
implementación de la Foreign Account Tax Compliance Act - FATCA (Ley de 
cumplimiento tributario de cuentas extranjeras), hecho en Madrid el 14 de mayo 
de 2013, se hace necesario que las denominadas instituciones de custodia, 
instituciones de depósito, entidades de inversión o compañías de seguros y 
que tengan la consideración de institución financiera española obligada a 
comunicar información sobre determinados activos financieros y sus titulares 
presenten un modelo 29089 en el que en formato informático diferente al de los 
modelos habituales de declaraciones informativas, entre el 1 de enero y el 31 
de marzo de cada año90 en relación con la información del año anterior, se 
remitirá a la AEAT la información requerida en el citado acuerdo y en su 
normativa interna de desarrollo. 

11.5 DECLARACIÓN DE MOVIMIENTOS DE PAGOS S1 

De acuerdo con el artículo 34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, deberán presentar 
declaración previa de entrada, salida o movimiento las personas físicas que, 
por cuenta propia o ajena, realicen salida o entrada en territorio nacional de 
medios de pago por importe igual o superior a 10.000 euros o su contravalor o 

 
87 Aprobado por Orden HAP/2488/2014, de 29 de diciembre, por la que se aprueban los modelos 

650, 651 y 655 de autoliquidación del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, y se determina el lugar, 

forma y plazo para su presentación. 
88 Existe otro modelo, el 655 por Consolidación del dominio por extinción del usufructo, que deberá 

presentarse en seis meses si la consolidación se produce por fallecimiento o en un mes en caso contrario. 
89 Regulado por el Orden HAP/1136/2014, de 30 de junio. 
90 Excepcionalmente, para la información correspondiente a 2014, la Orden HAP/410/2015, de 11 de 

marzo amplía el plazo hasta 31 de mayo de 2015. 
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movimientos por territorio nacional de medios de pago por importe igual o 
superior a 100.000 euros o su contravalor. Esta declaración se realiza antes del 
movimiento mediante el modelo S1, que en caso de salida o entrada será 
presentada ante los Servicios de Aduanas correspondientes y en caso de 
movimiento en las Dependencias Provinciales de Aduanas e Impuestos 
Especiales de la AEAT, aunque existen excepciones en el caso de 
movimientos con la Unión Europea pudiendo presentarse telemáticamente. 
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